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En esta publicación se compilan las principales normas expedidas por la 
Superintendencia de Sociedades y otras autoridades respecto de la prevención del 
soborno internacional, el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. La  
divulgación de estas disposiciones tiene como propósito el de informarle a las 
compañías los elementos básicos que éstas deben tener en cuenta para la adopción 
de sistemas de gestión de riesgo efectivos. En este contexto, el papel de los 
oficiales de cumplimiento es fundamental para el adecuado funcionamiento de 
dichos sistemas, lo que no será posible sin el apoyo decidido de la alta gerencia de 
cada persona jurídica. Soborno Internacional,

lavado de activos y financiamiento
del terrorismo
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Prefacio

Es un verdadero privilegio presentar esta publicación, que compila la norma-
tiva expedida por esta Superintendencia en 2016 relacionada con la preven-
ción del soborno internacional, el lavado de activos y el financiamiento del 
terrorismo. 

Tales conductas suprimen la confianza que se les confiere a los gobiernos y 
las empresas, afectan el orden público económico e impiden el crecimiento 
y desarrollo de las naciones. Es por esto que algunos Estados han adoptado 
diversos mecanismos de naturaleza represiva y preventiva para enfrentar de 
manera efectiva dichos actos ilícitos. 

Colombia no ha sido ajena a este esfuerzo, por lo que la Superintendencia 
de Sociedades ha asumido el liderazgo de promover en las empresas, la 
adopción de procedimientos de efectividad en los controles para detectar, 
identificar, gestionar y atenuar los riesgos relacionados con el soborno inter-
nacional, el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo.

En lo referente al soborno internacional, la Superintendencia de Sociedades, 
además del mandato conferido en la Ley 1778 del 2 de febrero de 2016 para 
investigar y sancionar esta conducta, tiene a su cargo la función de promover 
en las personas jurídicas sujetas a su vigilancia, la adopción de programas 
de ética empresarial, normas internas de auditoría y en general, mecanismos 
para evitar el soborno internacional y promover la transparencia.

Para dar cumplimiento a tal obligación, la Superintendencia de Socieda-
des expidió la Resolución No. 100-002657 y la Circular Externa No. 100-
000003 del 25 y 26 de julio de 2016.

La Resolución aludida hace referencia a los criterios que adoptó esta entidad 
para determinar qué sociedades de las sujetas a su vigilancia, deben adoptar 
programas de ética empresarial. Por su parte, la Circular Externa contiene 
una “Guía” relacionada con los elementos básicos que debe contener un 
programa de ética empresarial efectivo. 

Así las cosas, la Guía incorpora las mejores prácticas internacionales en ma-
teria de prevención de la corrupción, por lo que se han intentado trasplantar 
algunos instrumentos que han probado su eficacia en otras latitudes y que, en 
criterio de la Superintendencia de Sociedades, podrían adaptarse de manera 
adecuada a las realidades empresariales colombianas. 



Respecto del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, esta Super-
intendencia en cumplimiento de las recomendaciones del Grupo de Acción 
Financiera Internacional, modificó mediante Circular Externa 100-000006 
del 19 de agosto de 2016, el Capítulo X de la Circular Básica Jurídica con el 
fin de actualizar los elementos que debe contener un “Sistema de Autocontrol 
y Gestión del Riesgo de LA/FT”.  

De acuerdo con la Circular 100-000006, se fijaron las pautas que ciertas 
empresas del sector real deben poner en marcha para implementar su sistema 
de autocontrol y gestión de riesgos, los plazos para cumplir con dicha obliga-
ción y los procedimientos para llevar a cabo las obligaciones de reporte de 
operaciones sospechosas.

En resumen, se ha puesto todo el empeño para que las normas aquí compi-
ladas sean de utilidad para todos los que requieran una orientación precisa 
sobre los asuntos mencionados.

Francisco Reyes Villamizar  
Superintendente de Sociedades
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1.	 LEY 1778 DE 2016

(Febrero 2)

Diario Oficial 49.774

Por la cual se dictan normas sobre la responsabilidad de las personas jurídi-
cas por actos de corrupción transnacional y se dictan otras disposiciones en 

materia de lucha contra la corrupción.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas por soborno de servidores 
públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales

Artículo 1°. Principios de la actuación administrativa. La Superintendencia de So-
ciedades deberá interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las ac-
tuaciones y procedimientos administrativos previstos en esta ley a la luz de 
los principios consagrados en la Constitución Política, en la primera parte 
de la Ley 1437 de 2011 y en especial de los principios de debido pro-
ceso, igualdad, imparcialidad, presunción de inocencia, proporcionalidad 
de la sanción, seguridad jurídica, buena fe, moralidad, participación, res-
ponsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y  
celeridad.

Artículo 2°. Responsabilidad administrativa de las personas jurídicas. Las personas 
jurídicas que por medio de uno o varios:

(i) empleados,

(ii) contratistas,

(iii) administradores, o

(iv) asociados,

propios o de cualquier persona jurídica subordinada:
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(i) den,

(ii) ofrezcan, o

(iii) prometan,

a un servidor público extranjero, directa o indirectamente:

(i) sumas de dinero,

(ii) cualquier objeto de valor pecuniario u

(iii) otro beneficio o utilidad,

A cambio de que el servidor público extranjero;

(i) realice,

(ii) omita,

(iii) o retarde,

cualquier acto relacionado con el ejercicio de sus funciones y en relación con 
un negocio o transacción internacional.

Dichas personas serán sancionadas administrativamente en los términos esta-
blecidos por esta ley.

 Las entidades que tengan la calidad de matrices, conforme al régimen previs-
to en la Ley 222 de 1995 o la norma que la modifique o sustituya, serán res-
ponsables y serán sancionadas, en el evento de que una de sus subordinadas 
incurra en alguna de las conductas enunciadas en el inciso primero de este 
artículo, con el consentimiento o la tolerancia de la matriz.

Parágrafo 1°. Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se consi-
dera servidor público extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, 
administrativo o judicial en un Estado, sus subdivisiones políticas o autorida-
des locales, o una jurisdicción extranjera, sin importar si el individuo hubiere 
sido nombrado o elegido. También se considera servidor público extranjero 
toda persona que ejerza una función pública para un Estado, sus subdivi-
siones políticas o autoridades locales, o en una jurisdicción extranjera, sea 
dentro de un organismo público, o de una empresa del Estado o una entidad 
cuyo poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad del Estado, sus 
subdivisiones políticas o autoridades locales, o de una jurisdicción extranjera. 
También se entenderá que ostenta la referida calidad cualquier funcionario o 
agente de una organización pública internacional.
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Parágrafo 2°. Lo previsto en esta ley para las personas jurídicas se extenderá 
a las sucursales de sociedades que operen en el exterior, así como a las em-
presas industriales y comerciales del Estado, sociedades en las que el Estado 
tenga participación y sociedades de economía mixta.

Parágrafo 3°. Lo previsto en el presente artículo no se aplica cuando la con-
ducta haya sido realizada por un asociado que no detente el control de la 
persona jurídica.

Artículo 3°. Competencia. Las conductas descritas en el artículo 2° de esta ley 
serán investigadas y sancionadas por la Superintendencia de Sociedades.

La Superintendencia tendrá competencia sobre las conductas cometidas en 
territorio extranjero, siempre que la persona jurídica o la sucursal de sociedad 
extranjera presuntamente responsable esté domiciliada en Colombia.

Parágrafo. La competencia prevista en este artículo no se trata del ejercicio de 
funciones jurisdiccionales por parte de la Superintendencia de Sociedades.

Artículo 4°. No prejudicialidad. El inicio, impulso y finalización de la investiga-
ción administrativa que se adelante respecto de una persona jurídica por las 
acciones u omisiones enunciadas conforme a lo previsto en el artículo 2° de 
la presente ley, no dependerá ni estará condicionado o supeditado a la inicia-
ción de otro proceso, cualquiera sea su naturaleza, ni a la decisión que haya 
de adaptarse en el mismo. La decisión de la actuación administrativa de que 
trata esta ley, tampoco constituirá prejudicialidad.

CAPÍTULO II

Régimen Sancionatorio

Artículo 5°. Sanciones. La Superintendencia de Sociedades impondrá una o 
varias de las siguientes sanciones a las personas jurídicas que incurran en 
las conductas enunciadas en el artículo 2° de esta ley. La imposición de las 
sanciones se realizará mediante resolución motivada, de acuerdo con los cri-
terios de graduación previstos en el artículo 7° de la presente ley:

1. Multa de hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos mensuales lega-
les vigentes.

2. Inhabilidad para contratar con el Estado colombiano por un término de 
hasta veinte (20) años.
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La inhabilidad para contratar con el Estado iniciará a partir de la fecha en 
que la resolución sancionatoria se encuentre ejecutoriada. Esta inhabilidad 
será impuesta a las personas jurídicas, de acuerdo con lo previsto en el artí-
culo 8° de la Ley 80 de 1993.

3. Publicación en medios de amplia circulación y en la página web de la per-
sona jurídica sancionada de un extracto de la decisión administrativa sancio-
natoria por un tiempo máximo de un (1) año. La persona jurídica sancionada 
asumirá los costos de esa publicación.

4. Prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsidios del Gobierno, 
en un plazo de 5 años.

Parágrafo. Una vez ejecutoriado el acto administrativo por medio del cual se 
impongan las sanciones de que trata esta ley, este deberá inscribirse en el 
registro mercantil de la persona jurídica sancionada.

La Superintendencia de Sociedades remitirá el acto administrativo a la Cáma-
ra de Comercio del domicilio de la persona jurídica o a la Superintendencia 
Financiera de Colombia, según sea el caso, para su inscripción en el registro 
correspondiente a fin de que esta información se refleje en el correspondiente 
certificado de existencia y representación legal.

En el caso de personas que no tienen la obligación de tener el registro mer-
cantil que llevan las Cámaras de Comercio, el acto administrativo sancionato-
rio se remitirá al ente de control que los supervisa o vigila, con el fin de que 
lo publique en su página web. La publicación deberá realizarse en un aparte 
que se destine exclusivamente a la divulgación de los nombres y número de 
identificación tributaria de las personas que hayan sido sancionadas de con-
formidad con esta ley.

Artículo 6°. Sanciones en caso de reformas estatutarias. En los casos en que una 
persona jurídica, que hubiere incurrido en la conducta descrita en el artículo 
2°, reforme o cambie su naturaleza antes de la expedición del acto adminis-
trativo sancionatorio, se seguirán las siguientes reglas:

1. En los casos en que una sociedad, que hubiere incurrido en alguna de las 
conductas señaladas en el artículo 2° de esta ley, se extinguiere por efecto de 
una fusión, la sociedad absorbente o de nueva creación se hará acreedora 
de la sanción señalada en esta ley.

2. En los casos en que una sociedad incurra en alguna de las conductas 
señaladas en el artículo 2° de esta ley y posteriormente se escinda, todas 
las sociedades que hayan participado en el proceso de escisión, bien como 
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escindente o beneficiaria, estarán sujetas solidariamente a las sanciones de 
que trata esta ley.

3. En los casos de transferencia de control sobre una sociedad que hubiere 
incurrido en alguna de las conductas señaladas en el artículo 2° de esta ley, el 
sujeto adquirente del control estará sujeto a las sanciones de que trata esta ley.

4. Las reglas precedentes serán aplicables a todas las formas asociativas 
diferentes de las sociedades.

Parágrafo. Este artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el Código 
de Comercio y la Ley 222 de 1995 en relación con la transmisión de dere-
chos y obligaciones en fusiones y escisiones, en los casos en que exista un 
acto administrativo ejecutoriado imponiendo una sanción a la persona jurídi-
ca objeto de la reforma estatutaria.

Artículo 7°. Criterios de graduación de las sanciones. Las sanciones por las infrac-
ciones a la presente ley se graduarán atendiendo a los siguientes criterios:

1. El beneficio económico obtenido o pretendido por el infractor con la conducta.

2. La mayor o menor capacidad patrimonial del infractor.

3. La reiteración de conductas.

4. La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de super-
visión y la conducta procesal del investigado.

5. La utilización de medios o de persona interpuesta para ocultar la infrac-
ción, los beneficios obtenidos o el dinero, bienes o servicios susceptibles de 
valoración económica, o cualquier beneficio o utilidad, ofrecido o entregado 
a un funcionario público nacional o extranjero, o cualquiera de los efectos de 
la infracción.

6. El reconocimiento o aceptación expresa de la infracción antes del decreto 
de pruebas.

7. La existencia, ejecución y efectividad de programas de transparencia y 
ética empresarial o de mecanismos anticorrupción al interior de la empresa, 
conforme a lo previsto en el artículo 23 de esta ley.

8. El grado de cumplimiento de las medidas cautelares.

9. Haber realizado un adecuado proceso de debida diligencia, previo a un 
proceso de fusión, escisión, reorganización o adquisición del control en el 
que esté involucrada la sociedad que cometió la infracción.
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10. Haber puesto en conocimiento de las autoridades mencionadas en la pre-
sente ley la comisión de las conductas enunciadas en el artículo 2° por parte 
de empleados, representante legal o accionistas, conforme a lo previsto en el 
artículo 19 de esta ley.

Parágrafo. El criterio de graduación previsto en el numeral 6 no podrá ser 
aplicado cuando se esté en presencia de reiteración de conductas.

CAPÍTULO III

Disposiciones procedimentales

Artículo 8°. Normas aplicables. Las actuaciones administrativas de la Superinten-
dencia de Sociedades tendientes a determinar la responsabilidad de las per-
sonas jurídicas por la conducta prevista en el artículo 2° de esta ley se regirán 
por las disposiciones especiales del presente capítulo. En lo no previsto por 
la presente ley, se aplicarán las disposiciones de la parte primera de la Ley 
1437 de 2011 o las normas que la modifiquen.

Artículo 9°. Caducidad de la facultad sancionatoria. La facultad sancionatoria esta-
blecida en esta ley tiene una caducidad de diez (10) años, contados a partir 
de la comisión de la conducta.

La caducidad se interrumpirá con la formulación del pliego de cargos. A par-
tir de ese momento comenzará a correr de nuevo por diez (10) años, hasta 
tanto se profiera la sanción.

Artículo 10. Formas de iniciar la actuación administrativa. Las actuaciones adminis-
trativas de la Superintendencia de Sociedades tendientes a determinar la res-
ponsabilidad de las personas jurídicas por las infracciones a esta ley podrán 
iniciarse de oficio o por solicitud de cualquier persona.

Artículo 11. Indagación preliminar. Una vez iniciada la actuación administrativa, 
la Superintendencia de Sociedades iniciará una indagación preliminar para 
determinar alguna conducta de las señaladas en el artículo 2° de esta ley. La 
indagación preliminar tendrá una duración máxima de un (1) año y culminará 
con el archivo o con la formulación de cargos contra las personas jurídicas 
investigadas. El término para la indagación podrá ser prorrogado hasta por 
un (1) año cuando se requiera asistencia jurídica recíproca.

Artículo 12. Pliego de cargos. En el evento de determinarse la existencia de 
una posible infracción, la Superintendencia de Sociedades procederá a la 
formulación de cargos mediante acto administrativo en el que se señalarán, 



17

Le
y 

17
78

 d
e 

20
16

con precisión y claridad, los hechos que lo originan, las personas objeto de 
la investigación, las disposiciones presuntamente vulneradas y las sanciones 
procedentes. Este acto administrativo deberá ser notificado personalmente a 
los investigados. Contra el acto administrativo de formulación de cargos no 
procede recurso alguno.

Artículo 13. Medidas cautelares. En el pliego de cargos o en cualquier etapa 
posterior de la actuación administrativa, la Superintendencia de Sociedades 
podrá ordenar medidas cautelares cuando sean necesarias para proteger y 
garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de una 
eventual decisión sancionatoria.

Artículo 14. Descargos. Los investigados podrán, dentro de los treinta (30) días 
hábiles siguientes a la notificación de la formulación de cargos, presentar los 
descargos a que hubiere lugar. En los descargos podrán solicitar o aportar las 
pruebas que pretendan hacer valer. 

Las pruebas inconducentes, impertinentes o superfluas serán rechazadas de 
manera motivada. No se atenderán las pruebas practicadas ilegalmente.

La Superintendencia de Sociedades podrá ordenar pruebas de oficio.

Artículo 15. Período probatorio. El período probatorio y los alegatos tendrán el 
término prescrito en el artículo 48 de la Ley 1437 de 2011. El período proba-
torio podrá ser prorrogado una sola vez cuando se requiera ayuda jurídica 
recíproca, por el tiempo que duren estos procedimientos.

Artículo 16. Decisión. Dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes a la 
presentación de los alegatos, la Superintendencia de Sociedades deberá pro-
ferir la resolución que determine la existencia de la responsabilidad de las 
personas jurídicas por las infracciones a esta ley. 

Artículo 17. Vía administrativa. Contra la resolución que determine la existencia 
de la responsabilidad de las personas jurídicas por las infracciones a esta ley 
solo procederá el recurso de reposición.

Artículo 18. Remisión a otras autoridades. Si los hechos materia del procedimiento 
sancionatorio pudieren llegar a ser constitutivos de delito, falta disciplinaria o 
de otro tipo de infracción administrativa, la Superintendencia de Sociedades 
pondrá en conocimiento de los hechos a la Fiscalía General de la Nación, la 
Procuraduría General de la Nación o la entidad que corresponda, y acompa-
ñará copia de los documentos pertinentes.
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Artículo 19. Beneficios por colaboración. La Superintendencia de Sociedades po-
drá conceder beneficios a participantes en las infracciones descritas en esta 
ley, siempre y cuando los mismos la pongan en conocimiento de la Superin-
tendencia y colaboren oportunamente con la entrega de información y prue-
bas relacionadas con dicha conducta conforme a las siguientes reglas.

1. Los beneficios podrán incluir la exoneración total o parcial de la sanción. En 
todo caso, cualquiera sea la modalidad de exoneración, la Superintendencia 
deberá tener en cuenta los siguientes criterios para conceder dichos beneficios:

a) La calidad y utilidad de la información suministrada a la Superintendencia 
para el esclarecimiento de los hechos, para la represión de las conductas y 
para determinar la modalidad, duración y efectos de la conducta ilegal, así 
como la identidad de los responsables, su grado de participación y el benefi-
cio que hubiera obtenido con ella;

b) La oportunidad en que la Superintendencia reciba la colaboración.

2. La exoneración total de la sanción, podrá ser concedida siempre que de 
manera previa a que se hubiere iniciado la correspondiente actuación admi-
nistrativa, la persona jurídica: (i) haya puesto en conocimiento de la Super-
intendencia, las infracciones de que trata esta ley y (ii) no se hayan ejercido 
las obligaciones y derechos que surgieren de un contrato originado en un 
negocio o transacción internacional conforme lo menciona esta ley, según 
sea el caso.

3. La exoneración parcial de la sanción, podrá ser concedida cuando la 
información haya sido entregada de manera posterior a la iniciación de la 
actuación administrativa. En todo caso, la disminución de la sanción, en lo 
que respecta a la multa, no podrá exceder del 50% de la misma.

Artículo 20. Actuaciones y diligencias para la investigación administrativa del soborno 
transnacional. Para el ejercicio de las competencias previstas en esta ley, la 
Superintendencia de Sociedades podrá realizar todas las actuaciones autori-
zadas por la ley para el ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia y 
control. En especial, podrán:

1. Realizar visitas de inspección, decretar y practicar pruebas y recaudar 
toda la información conducente.

2. Solicitar a las personas naturales y jurídicas el suministro de datos, infor-
mes, libros y papeles de comercio que se requieran para el esclarecimiento 
de los hechos.

3. Interrogar, bajo juramento y con observancia de las formalidades previstas 
para esta clase de pruebas en el Código General del Proceso, a cualquier 
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persona cuyo testimonio pueda resultar útil para el esclarecimiento de los he-
chos durante el desarrollo de sus funciones.

Artículo 21. Renuencia a suministrar información. Las personas jurídicas que se 
rehúsen a presentar a la Superintendencia de Sociedades los informes o do-
cumentos requeridos en el curso de las investigaciones administrativas, los 
oculten, impidan o no autoricen el acceso a sus archivos a los funcionarios 
competentes, remitan la información solicitada con errores significativos o en 
forma incompleta, o no comparezcan a las diligencias probatorias de la Su-
perintendencia de Sociedades sin justificación, serán sancionadas con multa 
a favor de esta Superintendencia, hasta de doscientos mil (200.000) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes al momento de la ocurrencia de los he-
chos. La Superintendencia de Sociedades podrá imponer multas sucesivas al 
renuente, en los términos del artículo 90 de la Ley 1437 de 2011.

La sanción a la que se refiere el anterior inciso se aplicará sin perjuicio de la 
obligación de suministrar o permitir el acceso a la información o a los docu-
mentos requeridos, en los términos del artículo 20 de esta ley.

Dicha sanción se impondrá mediante resolución motivada, previo traslado de 
la solicitud de explicaciones a la persona a sancionar, quien tendrá un térmi-
no de diez (10) días para presentarlas.

La resolución que ponga fin a la actuación por renuencia deberá expedirse y 
notificarse dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término 
para dar respuesta a la solicitud de explicaciones. Contra esta resolución pro-
cede el recurso de reposición, el cual deberá interponerse dentro de los cinco 
(5) días siguientes a la fecha de la notificación. 

Parágrafo. Esta actuación no suspende ni interrumpe el desarrollo del procedi-
miento administrativo sancionatorio que se esté adelantando para establecer 
la comisión de infracciones a disposiciones administrativas.

Artículo 22. Remisión de información por parte de otras entidades. La Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales informará a la Superintendencia de Socie-
dades todo reporte de actividad sospechosa que indique la presunta realiza-
ción de conductas típicas establecidas como soborno transnacional.

CAPÍTULO IV

Atribuciones y obligaciones de la Superintendencia

Artículo 23. Programas de ética empresarial. La Superintendencia de Sociedades 
promoverá en las personas jurídicas sujetas a su vigilancia la adopción de 



20

soborno internacional, lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo - compilación de normas vigentes

programas de transparencia y ética empresarial, de mecanismos internos an-
ticorrupción, de mecanismos y normas internas de auditoría, promoción de la 
transparencia y de mecanismos de prevención de las conductas señaladas en 
el artículo 2° de la presente ley.

La Superintendencia determinará las personas jurídicas sujetas a este régi-
men, teniendo en cuenta criterios tales como el monto de sus activos, sus 
ingresos, el número de empleados y objeto social.

Artículo 24. Asistencia jurídica recíproca. Para efecto del desarrollo de las actua-
ciones administrativas previstas en esta ley, la Superintendencia de Socieda-
des podrá acudir a los mecanismos de ayuda jurídica recíproca internacional 
previstos en el artículo 9° de la “Convención para combatir el cohecho de 
servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales” 
aprobada por la Ley 1573 de 2012.

Para esos efectos podrá solicitar a autoridades extranjeras y organismos inter-
nacionales, directamente o por los conductos establecidos, cualquier elemen-
to probatorio o la práctica de diligencias que resulten necesarias, dentro del 
ámbito de sus competencias.

En la solicitud de asistencia se le informará a la autoridad requerida los datos 
necesarios para su desarrollo, se precisarán los hechos que motivan la actua-
ción, el objeto, los elementos probatorios, las normas presuntamente violadas, 
la identidad, ubicación de personas o bienes cuando ello fuere necesario, las 
instrucciones que convenga observar por la autoridad extranjera y el término 
concedido para el diligenciamiento de la petición.

Artículo 25. Práctica de pruebas en el exterior. La Superintendencia de Socieda-
des podrá trasladar funcionarios a territorio extranjero para la práctica de 
diligencias, con la autorización de las autoridades extranjeras legitimadas 
para otorgarla, previo aviso de ello al Ministerio de Relaciones Exteriores y a 
la representación diplomática acreditada en Colombia del país donde deba 
surtirse la diligencia. 

Artículo 26. Prueba trasladada. Las pruebas practicadas válidamente en una 
actuación judicial o administrativa, dentro o fuera del país y los medios ma-
teriales de prueba, podrán trasladarse a la actuación sancionatoria de la 
Superintendencia mediante copias autorizadas por el respectivo funcionario.

También podrán trasladarse los elementos materiales probatorios o evidencias 
físicas que la Fiscalía General de la Nación, las víctimas o la defensa hayan 
descubierto, aun cuando ellos no hayan sido introducidos y controvertidos en 
la audiencia del juicio y no tengan por consiguiente la calidad de pruebas. 



21

Le
y 

17
78

 d
e 

20
16

Estos elementos materiales probatorios o evidencias físicas deberán ser some-
tidos a contradicción dentro del proceso sancionatorio administrativo. 

Cuando la Superintendencia necesite información acerca de una investiga-
ción penal en curso o requiera trasladar a la actuación sancionatoria admi-
nistrativa elementos materiales probatorios o evidencias físicas que no hayan 
sido descubiertos, así lo solicitará a la Fiscalía General de la Nación. En 
cada caso, la Fiscalía evaluará la solicitud y determinará qué información 
o elementos materiales probatorios o evidencias físicas puede entregar, sin 
afectar la investigación penal ni poner en riesgo el éxito de la misma. 

Artículo 27. Convenios interinstitucionales. La Fiscalía General de la Nación y la 
Superintendencia de Sociedades suscribirán los convenios necesarios para 
intercambiar información y elementos de prueba y para articular sus actua-
ciones en las investigaciones de su competencia, en cualquiera de las etapas 
de la investigación. 

Artículo 28. Remisión de información. La Fiscalía General de la Nación informará 
a la Superintendencia de Sociedades toda noticia criminal que sea calificada 
provisionalmente como soborno transnacional. Esta información deberá ser 
suministrada inmediatamente después del inicio de la indagación preliminar.

La Superintendencia de Sociedades informará a la Fiscalía General de la Na-
ción de todas las investigaciones que se adelanten en aplicación de esta ley.

Artículo 29. Información espontánea a autoridades extranjeras. La Fiscalía General 
de la Nación informará, de manera espontánea, a las autoridades judiciales 
y administrativas de países extranjeros sobre toda noticia criminal que sea ca-
lificada provisionalmente como cohecho por dar u ofrecer, donde la conducta 
bajo investigación haya sido cometida por los empleados o administradores 
de una persona jurídica domiciliada en el exterior.

CAPÍTULO V

Disposiciones en materia penal

Artículo 30. Soborno transnacional. El artículo 30 de la Ley 1474 de 2011 que-
dará así: 

Artículo 30. Soborno transnacional. El artículo 433 del Código Penal quedará así:

El que dé, prometa u ofrezca a un servidor público extranjero, en provecho 
de este o de un tercero, directa o indirectamente, sumas de dinero, cualquier 
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objeto de valor pecuniario u otro beneficio o utilidad a cambio de que este 
realice, omita o retarde cualquier acto relacionado con el ejercicio de sus 
funciones y en relación con un negocio o transacción internacional, incurrirá 
en prisión de nueve (9) a quince (15) años, inhabilitación para el ejercicio 
de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa de seiscientos 
cincuenta (650) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

Parágrafo. Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se conside-
ra servidor público extranjero toda persona que tenga un cargo legislativo, 
administrativo o judicial en un Estado, sus subdivisiones políticas o autorida-
des locales, o una jurisdicción extranjera, sin importar si el individuo hubiere 
sido nombrado o elegido. También se considera servidor público extranjero 
toda persona que ejerza una función pública para un Estado, sus subdivi-
siones políticas o autoridades locales, o en una jurisdicción extranjera, sea 
dentro de un organismo público, o de una empresa del Estado o una entidad 
cuyo poder de decisión se encuentre sometido a la voluntad del Estado, sus 
subdivisiones políticas o autoridades locales, o de una jurisdicción extranjera. 
También se entenderá que ostenta la referida calidad cualquier funcionario o 
agente de una organización pública internacional.

CAPÍTULO VI

Modificaciones a la Ley 1474 de 2011

Artículo 31. Inhabilidad para contratar. El artículo 1° de la Ley 1474 de 2011 
quedará así:

Artículo 1°. Inhabilidad para contratar de quienes incurran en delitos contra la adminis-
tración pública. El literal j) del numeral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993 
quedará así:

Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente 
por la comisión de delitos contra la Administración Pública o de cualquiera de 
los delitos o faltas contemplados por la Ley 1474 de 2011 y sus normas mo-
dificatorias o de cualquiera de las conductas delictivas contempladas por las 
convenciones o tratados de lucha contra la corrupción suscritos y ratificados 
por Colombia, así como las personas jurídicas que hayan sido declaradas 
responsables administrativamente por la conducta de soborno transnacional.

Esta inhabilidad procederá preventivamente aun en los casos en los que esté 
pendiente la decisión sobre la impugnación de la sentencia condenatoria.
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Asimismo, la inhabilidad se extenderá a las sociedades de las que hagan 
parte dichas personas en calidad de administradores, representantes legales, 
miembros de junta directiva o de socios controlantes, a sus matrices y a sus 
subordinadas y a las sucursales de sociedades extranjeras, con excepción de 
las sociedades anónimas abiertas.

La inhabilidad prevista en este literal se extenderá por un término de veinte 
(20) años.

Artículo 32. Responsabilidad de los revisores fiscales. El artículo 7° de la Ley 1474 
de 2011 quedará así:

Artículo 7°. Responsabilidad de los revisores fiscales. Adiciónese un numeral 5 al 
artículo 26 de la Ley 43 de 1990, el cual quedará así: 

5. Los revisores fiscales tendrán la obligación de denunciar ante las autorida-
des penales, disciplinarias y administrativas, los actos de corrupción así como 
la presunta realización de un delito contra la administración pública, un delito 
contra el orden económico y social, o un delito contra el patrimonio económico 
que hubiere detectado en el ejercicio de su cargo. También deberán poner 
estos hechos en conocimiento de los órganos sociales y de la administración 
de la sociedad. Las denuncias correspondientes deberán presentarse dentro de 
los seis (6) meses siguientes al momento en que el revisor fiscal hubiere tenido 
conocimiento de los hechos. Para los efectos de este artículo, no será aplicable 
el régimen de secreto profesional que ampara a los revisores fiscales.

Artículo 33. Inhabilidad para contratar de quienes financien campañas políticas. Modi-
fíquese el artículo 2° de la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así: 

Artículo 2°. Inhabilidad para contratar de quienes financien campañas políticas. El nu-
meral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993 tendrá un nuevo literal k), el 
cual quedará así:

Las personas naturales o jurídicas que hayan financiado campañas políticas 
a la Presidencia de la República, a las gobernaciones, a las alcaldías o al 
Congreso de la República, con aportes superiores al dos por ciento (2.0%) de 
las sumas máximas a invertir por los candidatos en las campañas electorales 
en cada circunscripción electoral, quienes no podrán celebrar contratos con 
las entidades públicas, incluso descentralizadas, del respectivo nivel adminis-
trativo para el cual fue elegido el candidato.

La inhabilidad se extenderá por todo el período para el cual el candidato fue 
elegido. Esta causal también operará para las personas que se encuentren 
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dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad, o prime-
ro civil de la persona que ha financiado la campaña política.

Esta inhabilidad comprenderá también a las personas jurídicas en las cuales 
el representante legal, los miembros de junta directiva o cualquiera de sus 
socios controlantes hayan financiado directamente o por interpuesta persona 
campañas políticas a la Presidencia de la República, a las gobernaciones, las 
alcaldías o al Congreso de la República.

La inhabilidad contemplada en esta norma no se aplicará respecto de los 
contratos de prestación de servicios profesionales.

Artículo 34. Funciones adicionales del Programa Presidencial de Modernización, Eficien-
cia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción. Adiciónese al artículo 72 de la Ley 
1474 de 2011, los siguientes literales:

g) Solicitar y analizar información de naturaleza pública de las entidades 
públicas o privadas que ejecuten recursos del Estado o presten un servicio 
público, y de los sujetos obligados bajo la Ley 1712 de 2014 –Ley de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública–, cuando sea necesario para 
verificar la transparencia en el manejo de los recursos y la integridad de la 
administración pública, y generar alertas tempranas, que deberá poner en 
conocimiento de las autoridades competentes.

h) Dar traslado a los entes de control y a la Fiscalía General de la Nación 
de presuntos delitos contra la administración pública, delitos contra el orden 
económico y social, o delitos contra el patrimonio económico, así como in-
fracciones disciplinarias o fiscales, de los que haya tenido conocimiento, y de 
la documentación o evidencia conducente para la verificación de esos casos.

i) Requerir a las comisiones regionales de moralización adelantar las investi-
gaciones por presuntos delitos contra la administración pública, delitos contra 
el orden económico y social, delitos contra el patrimonio económico, infrac-
ciones disciplinarias o fiscales, de los que haya tenido conocimiento; y formu-
lar recomendaciones para prevenir y atacar riesgos sistémicos de corrupción. 

CAPÍTULO VII

Derogatorias y vigencia

Artículo 35. Medidas contra personas jurídicas. Modifíquese el artículo 34 de la 
Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:
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Artículo 34. Medidas contra personas jurídicas. Independientemente de las respon-
sabilidades penales individuales a que hubiere lugar, las medidas contem-
pladas en el artículo 91 de la Ley 906 de 2004 se aplicarán a las personas 
jurídicas que se hayan buscado beneficiar de la comisión de delitos contra la 
Administración Pública, o cualquier conducta punible relacionada con el pa-
trimonio público, realizados por su representante legal o sus administradores, 
directa o indirectamente. 

En los delitos contra la Administración Pública o que afecten el patrimonio 
público, las entidades estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la 
vinculación como tercero civilmente responsable de las personas jurídicas que 
hayan participado en la comisión de aquellas.

Cuando exista sentencia penal condenatoria debidamente ejecutoriada con-
tra el representante legal o los administradores de una sociedad domiciliada 
en Colombia o de una sucursal de sociedad extranjera, por el delito de co-
hecho por dar u ofrecer, la Superintendencia de Sociedades podrá imponer 
multas de hasta doscientos mil (200.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes si, con el consentimiento de la persona condenada o con la tole-
rancia de la misma, dicha sociedad domiciliada en Colombia o sucursal de 
sociedad extranjera se benefició de la comisión de ese delito. 

Igualmente, podrá imponer la sanción de publicación en medios de amplia 
circulación y en la página web de la persona jurídica sancionada de un ex-
tracto de la decisión sancionatoria por un tiempo máximo de un (1) año. La 
persona jurídica sancionada asumirá los costos de esa publicación. También 
podrá disponer la prohibición de recibir cualquier tipo de incentivo o subsi-
dios del Gobierno, en un plazo de 5 años.

En esta actuación, la Superintendencia de Sociedades aplicará las normas 
sobre procedimiento administrativo sancionatorio contenidas en el Capítulo III 
del Título III de la Ley 1437 de 2011.

Parágrafo 1°. Para efectos de la graduación de las sanciones monetarias de 
que trata el presente artículo, se tendrá en cuenta:

a) la existencia, ejecución y efectividad de programas de transparencia y 
ética empresarial o de mecanismos anticorrupción al interior de la sociedad 
domiciliada en Colombia o sucursal de sociedad extranjera;

b) la realización de un proceso adecuado de debida diligencia, en caso que 
la sociedad domiciliada en Colombia o la sucursal de sociedad extranjera 
haya sido adquirida por un tercero y que 
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c) la persona jurídica haya entregado pruebas relacionadas con la comisión 
de las conductas enunciadas en este artículo por parte de sus administradores 
o empleados. 

Parágrafo 2°. En los casos de soborno transnacional, la Superintendencia de 
Sociedades aplicará el régimen sancionatorio especial previsto para esa falta 
administrativa.

Artículo 36. Transitorio. La Superintendencia de Sociedades tendrá un plazo 
máximo de seis (6) meses a partir de la entrada en vigencia de esta ley para 
establecer y poner en funcionamiento la estructura administrativa necesaria 
para el ejercicio de las competencias aquí previstas. Dentro de ese lapso, 
deberá expedir las instrucciones administrativas relacionadas en el artículo 
23 de esta ley. 

Artículo 37. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
las demás disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Luis Fernando Velasco Chaves.

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alfredo Rafael Deluque Zuleta. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL.

Publíquese y cúmplase. 

Dada en Bogotá, D. C., a 2 de febrero de 2016.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Yesid Reyes Alvarado.

La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

Cecilia Álvarez-Correa Glen.
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2.	 Circular 100-000003 del 26 de julio de 2016

CIRCULAR EXTERNA

PERSONAS JURÍDICAS

REFERENCIA: GUIA DESTINADA A PONER EN MARCHA PROGRAMAS DE ÉTICA EM-
PRESARIAL PARA LA PREVENCIÓN DE LAS CONDUCTAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
2º DE LA LEY 1778 DE 2016

Por medio del presente acto administrativo, se expide la “Guía destinada a 
poner en marcha programas de cumplimiento para la prevención de las con-
ductas previstas en el artículo 2º de la Ley 1778 de 2016” (en adelante la 
“Guía”), con fundamento en las facultades legales de la Superintendencia de 
Sociedades y, en especial, en las previstas en los artículos 23 y 36 de la Ley 
1778 del 2 de febrero de 2016. 

La Guía contiene las instrucciones administrativas relacionadas con la pro-
moción de programas de transparencia y ética empresarial, así como de los 
mecanismos internos de auditoría, anticorrupción y prevención del soborno 
transnacional, en el contexto de la Ley 1778 de 2016.

De acuerdo con lo anterior, la Guía les suministrará a las personas jurídicas, 
herramientas útiles para la elaboración y puesta en marcha de los programas 
y mecanismos mencionados anteriormente. 

El texto íntegro de la Guía se anexa a la presente Circular Externa, la cual 
rige desde la fecha de su publicación.

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Francisco Reyes Villamizar

Superintendente de Sociedades
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GUÍA DESTINADA A PONER EN MARCHA PROGRAMAS DE ÉTICA EMPRESARIAL 
PARA LA PREVENCIÓN DE LAS CONDUCTAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2º DE LA 

LEY 1778 DE 2016

ÍNDICE

I.	 Prenotandos	 2
II.	 Alcance de la Guía	 4
III.	 Definiciones	 4
IV.	 Principios para un Programa de Ética Empresarial efectivo	 7

A.	 Compromiso de los Altos Directivos en la prevención  
del Soborno Transnacional	 8

B.	 Evaluación de los riesgos relacionados con el Soborno  
Transnacional	 9

C.	 Programa de Ética Empresarial	 12
D.	 Oficial de Cumplimiento	 15
E.	 Debida Diligencia	 17
F.	 Control y supervisión de las Políticas de Cumplimiento  

y Programa de Ética Empresarial	 18
G.	 Divulgación de las Políticas de Cumplimiento y Programa  

de Ética Empresarial	 19
H.	 Canales de comunicación	 21



29

C
irc

ul
ar

 1
00

-0
00

00
3 

de
l 2

6 
de

 ju
lio

 d
e 

20
16

I.	 Prenotandos

En un entorno de interdependencia mundial, los países deben crear las con-
diciones para que los negocios o transacciones internacionales se cumplan 
de forma tal que los competidores puedan acceder libremente a cualquier 
mercado. 

Tales condiciones podrían evitar la presencia de distorsiones que puedan 
dar lugar a desequilibrios en la oferta y la demanda de bienes y servicios. 
En efecto, la posibilidad de que existan relaciones desiguales entre los parti-
cipantes de un mercado puede originarse por la carencia de controles ade-
cuados para prevenir y detectar prácticas corruptas tales, como el soborno 
transnacional. 

Es cierto, como lo afirma la Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económicos (“OCDE”), que las diversas modalidades de corrupción, así 
como la percepción que de ella se tiene, pueden eliminar la confianza en los 
gobiernos, las empresas y los mercados. 

Tal estado de cosas, podría dar lugar a que las personas jurídicas renuncien a 
la innovación y a la libre competencia para darle paso a prácticas corruptas 
en su actividad empresarial. De otro lado, debe evitarse por todos los medios 
posibles que los funcionarios públicos, puedan verse inclinados a desviar sus 
funciones para promover sus propios intereses, en desmedro de los ciudada-
nos. Como es sabido estas circunstancias pueden tener consecuencias muy 
negativas respecto del crecimiento y desarrollo económicos. Por tanto, el com-
bate a la corrupción facilita el fortalecimiento de la confianza en instituciones 
e industrias así como en la economía del país. 

Colombia ha desplegado esfuerzos significativos tendentes a evitar la co-
rrupción. En este contexto, el país ha celebrado diversos acuerdos interna-
cionales que fueron aprobados por el Congreso de la República, tales como 
la Convención Interamericana contra la Corrupción de la Organización de 
Estados Americanos, en 1997, la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción (UNCAC) en 2005 y la Convención de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (“OCDE”) para Combatir 
el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 
Internacionales, en 2012.

Como resultado de los anteriores convenios internacionales, el país promulgó 
la Ley 1778 del 2 de febrero de 2016 (la “Ley 1778” o “Ley Antisoborno”), 
en virtud de la cual se establece un régimen especial para investigar e impo-
ner sanciones administrativas a las personas jurídicas involucradas en con-
ductas de soborno transnacional.
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El artículo 2º de la Ley 1778 determina que la Superintendencia de Socie-
dades investigará y sancionará los actos de “Soborno Transnacional” que se 
realicen en el contexto de un negocio o transacción internacional que involu-
cre a una persona jurídica domiciliada en Colombia. 

De acuerdo con la norma mencionada, se entiende por Soborno Transna-
cional el acto en virtud del cual, una persona jurídica, por medio de sus 
empleados, administradores, asociados o contratistas, da, ofrece o promete 
a un servidor público extranjero, de manera directa o indirecta: (i) sumas de 
dinero, (ii) objetos de valor pecuniario o (iii) cualquier beneficio o utilidad a 
cambio de que ese servidor público realice, omita o retarde cualquier acto 
relacionado con sus funciones y en relación con un negocio o transacción 
internacional.

Así mismo, tal artículo de la Ley Antisoborno prevé que cualquier persona 
jurídica que tenga la calidad de matriz, conforme a las normas colombianas 
en materia societaria, será investigada y sancionada cuando sus sociedades 
subordinadas, incurran en una conducta de Soborno Transnacional, con el 
consentimiento o la tolerancia de la controlante. 

Conforme a lo previsto en la Ley 1778, la Superintendencia de Sociedades 
podrá investigar a cualquier persona jurídica domiciliada en Colombia por in-
fracciones a la Ley Antisoborno, independientemente de que esa persona esté 
sujeta a inspección, vigilancia o control por parte de otra entidad del Estado. 

Por otra parte, el artículo 23 del estatuto citado, establece el deber de la 
Superintendencia de Sociedades de promover en las sociedades sujetas a 
su vigilancia, la adopción de programas relacionados con la transparencia 
y ética empresarial, así como normas internas de auditoría y mecanismos 
para prevenir el Soborno Transnacional (en adelante los “Programas de Ética 
Empresarial”). 

Tal artículo representa un avance significativo para fomentar la creación de 
una cultura dirigida a que las personas jurídicas celebren sus negocios con 
sujeción a la ley, de manera transparente, honesta y con observancia de los 
más altos principios éticos. 

En esta guía de prevención del Soborno Transnacional (la “Guía”), se les 
propone a las personas jurídicas que deban ejecutar Programas de Ética Em-
presarial, la adopción de ocho principios, que se explicarán más adelante, 
cuya efectividad les permitirá estar en una mejor posición frente al riesgo del 
Soborno Transnacional y de otras prácticas corruptas. 
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En todo caso, los encargados de poner en marcha esos programas, deberán 
contar con el pleno respaldo de la alta gerencia de la Persona Jurídica, de 
forma tal que se aseguren y suministren los recursos económicos, humanos 
y tecnológicos suficientes para su adecuado funcionamiento. La falta de tal 
compromiso y respaldo puede dar lugar a un incremento en los riesgos de 
Soborno Transnacional y de otros actos de corrupción, que es precisamente lo 
que se pretenden evitar mediante un Programa de Ética Empresarial efectivo. 

En la Guía se incorporan las experiencias internacionales más exitosas en 
materia de prevención del Soborno Transnacional y, en especial, las conte-
nidas en la Guía de Buenas Prácticas en Controles Internos, Ética y Cumpli-
miento de las Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(“OCDE”) y la guías sobre programas de cumplimiento relacionadas con la 
Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero de los Estados Unidos (“FCPA”) y 
la Ley Antisoborno del Reino Unido (“UK Bribery Act”). 

II.	 Alcance de la Guía

Conforme lo prevé el último inciso del artículo 23 de la Ley 1778, la Superin-
tendencia de Sociedades, mediante Resolución No. 100-002657 del 25 julio 
de 2016, determinó las Sociedades Vigiladas que están obligadas a adoptar 
Programas de Ética Empresarial. 

Para este propósito, la Superintendencia tuvo en cuenta, criterios tales como 
el valor de los activos, ingresos, número de empleados y objeto social de la 
persona jurídica, entre otros.

En caso de que una Sociedad Vigilada por la Superintendencia de Socieda-
des dejare de estar incursa en los requisitos previstos en la Resolución antes 
mencionada, tal sociedad seguirá sometida al cumplimiento de lo previsto en 
esta Guía por un término de un año, contado a partir del corte de cuentas del 
fin de año calendario que corresponda al período contable en que hubiere 
dejado de estar incursa en los aludidos requisitos. Así las cosas, la sociedad 
que dejare de estar incursa en los mencionados requisitos deberá informarlo 
por escrito a esta Superintendencia dentro del mes siguiente a la fecha en la 
que tal circunstancia ocurra.

Por otra parte, debido a que en los términos del numeral 7 del artículo 7º de 
la Ley Antisoborno “la existencia, ejecución y efectividad” de Programas de 
Ética Empresarial constituye un criterio de graduación para las sanciones que 
la Superintendencia de Sociedades puede imponer en los casos de Soborno 
Transnacional, la implementación voluntaria de tales programas por cualquier 
persona jurídica podrá tener los efectos mencionados en esa norma.
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III.	Definiciones

Los términos que aparecen con letra inicial en mayúscula tendrán el significa-
do que se les asigna en esta Guía y podrán ser usados tanto en singular como 
en plural, siempre y cuando que el contexto así lo requiera y no se indique lo 
contrario. 

Altos Directivos: Son las personas naturales o jurídicas, designadas de acuerdo 
con los estatutos sociales o cualquier otra disposición interna de la Persona 
Jurídica y la ley colombiana, según sea el caso, para administrar y dirigir la 
Persona Jurídica, trátese de miembros de cuerpos colegiados o de personas 
individualmente consideradas.

Asociados: Son aquellas personas naturales o jurídicas que han realizado un 
aporte en dinero, en trabajo o en otros bienes apreciables en dinero a una 
sociedad a cambio de cuotas, partes de interés, acciones o cualquier otra 
forma de participación que contemplen las leyes colombianas. 

Auditoría de Cumplimiento: Es la revisión sistemática, crítica y periódica respecto 
de la debida ejecución del Programa de Ética Empresarial. 

Contratista: Se refiere, en el contexto de un negocio o transacción internacional, 
a cualquier tercero que preste servicios a una Persona Jurídica o que tenga 
con esta una relación jurídica contractual de cualquier naturaleza. Los Con-
tratistas pueden incluir, entre otros, a proveedores, intermediarios, agentes, 
distribuidores, asesores, consultores y a personas que sean parte en contratos 
de colaboración o de riesgo compartido con la Persona Jurídica.

Debida Diligencia: Alude, en el contexto de esta Guía, a la revisión periódica 
que ha de hacerse sobre los aspectos legales, contables y financieros relacio-
nados con un negocio o transacción internacional, cuyo propósito es el de 
identificar y evaluar los riesgos de Soborno Transnacional que pueden afectar 
a una Persona Jurídica, sus Sociedades Subordinadas y a los Contratistas. 
Respecto de estos últimos, se sugiere, además, adelantar una verificación de 
su buen crédito y reputación. 

En ningún caso, el término Debida Diligencia que se define en esta Guía, se 
referirá a los procedimientos de debida diligencia que se utilizan en otros sis-
temas de gestión de riesgos (por ejemplo, lavado de activos y financiamiento 
del terrorismo), cuya realización se rige por normas diferentes. 

Empleado: Es el individuo que se obliga a prestar un servicio personal bajo 
subordinación a una Persona Jurídica o a cualquiera de sus Sociedades Su-
bordinadas, a cambio de una remuneración.
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Guía: Es el presente documento en el cual se incluyen recomendaciones para 
la adopción de los Principios, cuya efectividad le permitirá a cualquier Per-
sona Jurídica identificar, detectar, prevenir y atenuar los riesgos de Soborno 
Transnacional.

Ley 1778 o Ley Antisoborno: Es la Ley 1778 de febrero 2 de 2016.

Manual de Cumplimiento: Es el documento que recoge el Programa de Ética Empre-
sarial de la Persona Jurídica. 

OCDE: Es la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. 

Oficial de Cumplimiento: Es la persona natural designada por los Altos Directivos 
para liderar y administrar el Sistema de Gestión de Riesgos de Soborno Trans-
nacional. El mismo individuo podrá, si así lo deciden los órganos competentes 
de la Persona Jurídica, asumir funciones en relación con otros sistemas de 
gestión de riesgo, tales como los relacionados con el lavado de activos y el 
financiamiento del terrorismo, la protección de datos personales y la preven-
ción de infracciones al régimen de competencia.

Persona Jurídica: Es una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer 
obligaciones y en el contexto de esta Guía, se refiere a las entidades que de-
berían poner en marcha un Programa de Ética Empresarial. El término Perso-
na Jurídica se refiere, entre otras a cualquier tipo de sociedad de acuerdo con 
las leyes colombianas, las entidades que sean consideradas como controlan-
tes en los términos del artículo segundo de la Ley Antisoborno, las entidades 
sin ánimo de lucro domiciliadas en Colombia y cualquier otra entidad que sea 
calificada como persona jurídica conforme a las normas colombianas. 

Políticas de Cumplimiento: Son las políticas generales que adoptan los Altos Direc-
tivos de una Persona Jurídica para que esta última pueda llevar a cabo sus 
negocios de manera ética, transparente y honesta y esté en condiciones de 
identificar, detectar, prevenir y atenuar los riesgos relacionados con el Sobor-
no Transnacional y otras prácticas corruptas.

Principios: Son los principios enunciados en el numeral IV de esta Guía, que 
tienen como finalidad la puesta en marcha de los Sistemas de Gestión de 
Riesgos de Soborno Transnacional.

Programa de Ética Empresarial: Son los procedimientos específicos a cargo del Ofi-
cial de Cumplimiento, encaminados a poner en funcionamiento las Políticas 
de Cumplimiento, con el fin de identificar, detectar, prevenir, gestionar y miti-
gar los riesgos de Soborno Transnacional, así como otros que se relacionen 
con cualquier acto de corrupción que pueda afectar a una Persona Jurídica.
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Servidor Público Extranjero: Tiene el alcance previsto en el Parágrafo Primero del 
artículo segundo de la Ley 1778.

Sistema de Gestión de Riesgos de Soborno Transnacional: Es el sistema orientado a la 
correcta articulación de las Políticas de Cumplimiento con el Programa de 
Ética Empresarial y su adecuada puesta en marcha en la Persona Jurídica.

Soborno Transnacional: Es el acto en virtud del cual, una persona jurídica, por 
medio de sus Empleados, administradores, Asociados, Contratistas o Socie-
dades Subordinadas, da, ofrece o promete a un servidor público extranjero, 
de manera directa o indirecta: (i) sumas de dinero, (ii) objetos de valor pe-
cuniario o (iii) cualquier beneficio o utilidad a cambio de que dicho servidor 
público realice, omita o retarde cualquier acto relacionado con sus funciones 
y en relación con un negocio o transacción internacional.

Sociedad Subordinada: Tiene el alcance previsto en el artículo 260 del Código de 
Comercio.

Sociedad Vigilada: Tiene el alcance previsto en el artículo 84 de la Ley 222 de 
1995.

IV.	Principios para un Programa de Ética Empresarial efectivo

1.	 Consideraciones generales 

Los Principios, se inspiran en las mejores prácticas internacionales para la 
elaboración de Programas de Ética Empresarial. En todo caso, los Principios 
no pretenden sustituir la evaluación particular que haga cada Persona Jurídi-
ca acerca de sus riesgos específicos de Soborno Transnacional, así como los 
mecanismos que adopte para enfrentar tales riesgos.

Por lo anterior, para la elaboración del Programa de Ética Empresarial que 
mejor se adapte a las necesidades de cada Persona Jurídica, esta deberá 
identificar y evaluar en detalle, los riesgos que estén relacionados con los 
factores previstos en la Sección 2.B de la presente Guía. 

Al no existir un modelo único de programa, los Principios servirán únicamente 
de guía, por lo que deberán ser adaptados y desarrollados de acuerdo con 
las condiciones específicas de cada Persona Jurídica y de sus Sociedades 
Subordinadas, según sea el caso. 

De cualquier manera, un buen Programa de Ética Empresarial deberá per-
mitirle a una Persona Jurídica, prevenir, detectar y corregir situaciones que 
tengan la potencialidad de convertirse en una infracción a la Ley Antisoborno. 



35

C
irc

ul
ar

 1
00

-0
00

00
3 

de
l 2

6 
de

 ju
lio

 d
e 

20
16

Así las cosas, para que un Programa de Ética Empresarial sea considerado 
efectivo, deberá cuando menos:

A.	 Estar diseñado con fundamento en una evaluación exhaustiva de los 
riesgos de Soborno Transnacional que cada Persona Jurídica, tenga 
intención de mitigar.

B.	 Ponerse en marcha en la Persona Jurídica, junto con el compromiso 
decidido de los Altos Directivos para que sus Empleados, Asociados, 
Administradores y, de ser posible los Contratistas, realicen acciones 
que sean efectivas para prevenir el Soborno Transnacional y cualquier 
otra práctica corrupta.

C.	 Establecer mecanismos dirigidos a la ejecución de actividades periódi-
cas de Auditoría de Cumplimiento y Debida Diligencia para verificar 
la efectividad del Programa de Ética Empresarial y, cuando resulte ne-
cesario, proceder a su modificación y actualización, de manera que 
la Persona Jurídica se adecue a los cambios que acontezcan en su 
entorno particular.

2.	 Descripción de los principios recomendados para poner en marcha un Pro-
grama de Ética Empresarial

A continuación, se describen los Principios que les facilitarán a las Personas 
Jurídicas la elaboración de Programas de Ética Empresarial dirigidos a miti-
gar los riesgos específicos relacionados con el Soborno Transnacional. 

A.	 Compromiso de los Altos Directivos en la prevención del Soborno  
Transnacional 

a.	 Consideraciones generales

En cualquier Persona Jurídica, las Políticas de Cumplimiento deberán ser ex-
pedidas por los Altos Directivos o los Asociados que tengan funciones de 
dirección y administración en esa entidad, según sea el caso. 

Tales personas serán las encargadas de promover una cultura de transpa-
rencia e integridad en la cual el Soborno Transnacional y la corrupción en 
general sean consideradas inaceptables. De acuerdo con lo anterior, los 
funcionarios de inferior jerarquía en la Persona Jurídica, deberán estar en 
condiciones de seguir el ejemplo de sus Altos Directivos y Asociados, para 
construir colectivamente con ellos, una política dirigida a la prevención del 
Soborno Transnacional, así como de otras prácticas corruptas y, en general, 
de cumplimiento a la ley.
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b.	 Procedimientos recomendados 

Independientemente del tamaño, estructura interna y mercados geográficos 
donde la Persona Jurídica desarrolle sus actividades, es recomendable que 
los Altos Directivos y Asociados, se obliguen, de manera decidida, a prevenir 
el Soborno Transnacional. Para los efectos anteriores, los Altos Directivos o 
Asociados que tengan funciones de dirección y administración en la Persona 
Jurídica, según sea el caso, deberían al menos, realizar las siguientes activi-
dades: 

i.	 Poner en marcha las Políticas de Cumplimiento y el Programa de 
Ética Empresarial 

Se recomienda que tal función esté asignada a la junta directiva o a un órgano 
equivalente en la Persona Jurídica, según sea el caso, para que cualquiera de 
los anteriores se encargue de establecer las Políticas de Cumplimiento, lo cual 
incluye las instrucciones que deban impartirse respecto de la estructuración, 
ejecución y supervisión de las acciones dirigidas a la prevención efectiva del 
Soborno Transnacional y de otras prácticas corruptas, no solo en la Persona 
Jurídica, sino también en sus Sociedades Subordinadas, si fuera el caso. 

De acuerdo con lo anterior, se sugiere que los Altos Directivos que la Persona 
Jurídica designe para poner en marcha las Políticas de Cumplimiento, se obli-
guen a realizar las siguientes acciones: 

1.	 Asumir un compromiso dirigido a la prevención del Soborno Transna-
cional así como de cualquier otra práctica corrupta, de forma tal que 
la Persona Jurídica pueda llevar a cabo sus negocios de manera ética, 
transparente y honesta. 

2.	 Asegurar el suministro de los recursos económicos, humanos y tecnológi-
cos que requiera el Oficial de Cumplimiento para el cumplimiento de su 
labor.

3.	 Ordenar las acciones pertinentes contra los administradores y los Aso-
ciados que tengan funciones de dirección y administración en la Persona 
Jurídica, cuando cualquiera de los anteriores infrinja lo previsto en el 
Programa de Ética Empresarial. 

4.	 Liderar una estrategia de comunicación adecuada para garantizar la di-
vulgación eficaz de las Políticas de Cumplimiento y del Programa de Ética 
Empresarial en los Empleados, Asociados, Contratistas y la ciudadanía 
en general. 
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ii.	 Adelantar acciones para divulgar la política de prevención del 
Soborno Transnacional 

Este proceso podrá ponerse en marcha a través de diversas modalidades de 
comunicación, que deberían incluir al menos, los siguientes elementos:

1.	 La divulgación tanto en el ámbito interno y externo de la Persona Jurídica, 
del compromiso relacionado con la prevención del Soborno Transnacio-
nal y de cualquier otra práctica corrupta. 

2.	 La puesta en marcha de mecanismos adecuados para comunicarle a los Aso-
ciados, administradores y Empleados, de manera clara y simple, las conse-
cuencias de infringir el Programa de Ética Empresarial de la Persona Jurídica. 

B.	 Evaluación de los riesgos relacionados con el Soborno Transnacional

a.	 Consideraciones generales

El principio de evaluación del riesgo de Soborno Transnacional, es la piedra 
angular de un Programa de Ética Empresarial efectivo. Tal principio se orienta 
a que se adopten procedimientos de evaluación que sean proporcionales al 
tamaño, estructura, naturaleza, países de operación y actividades específicas 
de cada Persona Jurídica. En general un Programa de Ética Empresarial debe 
adaptarse a las condiciones específicas de cada Persona Jurídica. Por lo tanto 
no es viable el diseño de un programa que pueda ser aplicable indistintamen-
te a todas las Personas Jurídicas.

Para la clasificación de los factores de riesgo que se describen a continuación, 
pueden revisarse diversas fuentes, tales como los estudios realizados por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, el Ministerio 
de Justicia del Reino Unido y la Organización Transparencia Internacional, 
entre otras. 

De acuerdo con lo anterior, los factores de riesgo con mayor posibilidad de 
acaecimiento, son los siguientes: 

1.	 País

Se refiere a naciones con altos índices de percepción de corrupción, que 
se caracterizan, entre otras circunstancias, por la ausencia de una adminis-
tración de justicia independiente y eficiente, un alto número de funcionarios 
públicos cuestionados por prácticas corruptas, la inexistencia de normas efec-
tivas para combatir la corrupción y la carencia de políticas transparentes en 
materia de contratación pública e inversiones internacionales. 
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En algunos países, los índices de percepción de corrupción pueden variar de 
una región a otra, lo cual puede ser el resultado de diferencias en el grado de 
desarrollo económico entre las diferentes regiones, la estructura política-admi-
nistrativa de cada país y la ausencia de presencia estatal efectiva en ciertas 
áreas geográficas, entre otras razones.

También existe riesgo cuando la Persona Jurídica realice operaciones a tra-
vés de Sociedades Subordinadas en países que sean considerados como 
paraísos fiscales conforme con la clasificación formulada por la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales.

2.	Sector económico

Según el informe preparado por la OCDE para el año 20141, existen sectores 
económicos con mayor riesgo de corrupción. En efecto, el 19% de los sobor-
nos estuvo vinculado al sector minero-energético, el 19% al de los servicios 
públicos, el 15% al de las obras de infraestructura y el 8% al sector farmacéu-
tico y de salud humana. 

Adicionalmente, el grado de riesgo se incrementa en países con índices altos 
de percepción de corrupción y, bajo ciertas circunstancias, cuando exista una 
interacción frecuente entre la Persona Jurídica, sus Empleados, Altos Directi-
vos o sus Contratistas con Servidores Públicos Extranjeros. 

En el mismo sentido, cuando las reglamentaciones locales exigen una gran 
cantidad de permisos, licencias y otros requisitos regulatorios para el desa-
rrollo de cualquier actividad económica, también se facilita la realización de 
prácticas corruptas para efectos de agilizar un trámite en particular. 

3.	 Terceros

Según el Informe de la OCDE arriba mencionado2, el 71% de los casos de 
corrupción involucró la participación de terceros, tales como Contratistas y 
Sociedades Subordinadas.

1	 Organisation for Economic Co-operation and Development, “OECD Foreign Bribery Re-
port: An analysis of the crime of bribery of foreign public officials, en http://www.kee-
peek.com/Digital-Asset-Management/oecd/governance/oecd-foreign-bribery-repor-
t_9789264226616-en#page4, 2014, pág. 22.

2	 Organisation for Economic Co-operation and Development, ob.cit, pág.29.
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En este sentido varias autoridades extranjeras3 han puesto de presente que los 
casos más frecuentes de corrupción incluyen la participación de Contratistas 
en transacciones internacionales de alto valor económico, en los que no es 
fácil identificar un objeto legítimo y no se aprecia su realización a valores de 
mercado. 

En el citado informe de la OCDE preparado para el año 20144, también se 
ha precisado que el 57% de los casos de Soborno Transnacional se refirió 
a Servidores Públicos Extranjeros investidos de funciones para celebrar con-
tratos estatales, el 12% correspondió a la interacción con funcionarios adua-
neros y el 6% a gestiones adelantadas en relación con Servidores Públicos 
Extranjeros de la administración tributaria a fin de obtener tratamientos más 
favorables.

El riesgo aumenta en países que requieran de intermediarios, para la celebra-
ción de un negocio o transacción internacional, conforme a las costumbres y 
la normativa locales.

En consecuencia, autoridades de otras naciones5 consideran de alto riesgo, 
la participación de una Persona Jurídica en contratos de colaboración o de 
riesgo compartido con Contratistas o que estos últimos estén estrechamente 
relacionados con funcionarios del alto gobierno de un país en particular, en 
el contexto de una transacción internacional. 

En todo caso, pueden existir riesgos adicionales a los descritos en los nume-
rales i, ii y iii precedentes, por lo que es esencial que cada Persona Jurídica 
haga una evaluación detallada de sus riesgos, de manera periódica, informa-
da y documentada.

b.	 Procedimientos recomendados

Independientemente del tamaño, actividades o mercados relevantes donde 
realice sus operaciones una Persona Jurídica, la evaluación de sus riesgos 
particulares de Soborno Transnacional, le permitirá establecer en qué orden y 
con qué prioridad deberán adoptarse medidas para mitigar adecuadamente 
tales riesgos. 

Por lo anterior, es recomendable que cada Persona Jurídica: 

3	 The Bribery Act 2010, “Guidance about procedures which relevant commercial organisations 
can put into place to prevent persons associated with them from bribing, 2011, pág.26.

4	 Organization for Economic Co-operation and Development, ob.cit., pág. 32.
5	 The Bribery Act 2010, ob.cit, pág.26. 
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i.	 Identifique y evalúe sus riesgos por medio de diagnósticos independientes, 
tales como procedimientos periódicos de Debida Diligencia y de Audito-
ría de Cumplimiento, que deberán adelantarse con recursos económicos 
y humanos que sean suficientes para cumplir el objetivo de una correcta 
evaluación. 

ii.	 Adopte medidas apropiadas para atenuar los riesgos, una vez que estos 
hayan sido identificados y detectados.

iii.	Deje por escrito, independientemente del mecanismo elegido, los resul-
tados de la evaluación de los riesgos, los cuales servirán de fundamento 
para que los Altos Directivos determinen la modificación de las Políticas de 
Cumplimiento y del Programa de Ética Empresarial, cuando las circunstan-
cias así lo requieran. 

C.	 Programa de Ética Empresarial

a.	 Consideraciones generales

En primer lugar, el programa deberá precisar las responsabilidades asigna-
das a Empleados, Asociados que tengan funciones de dirección y administra-
ción en la Persona Jurídica y Altos Directivos respecto de la correcta puesta en 
marcha del Programa de Ética Empresarial, que deberá constar por escrito y 
se recomienda esté incluido en un Manual de Cumplimiento. 

En él, se sugiere que se compilen de manera integral todas las normas in-
ternas en materia de prevención del Soborno Transnacional, así como los 
principios y valores éticos que cada Persona Jurídica considere apropiados, 
para llevar a cabo sus negocios de manera ética, transparente y honesta. 
En consecuencia, cualquier modificación al Programa de Ética Empresarial y 
Políticas de Cumplimiento debería incorporarse en forma detallada y rigurosa 
en el Manual de Cumplimiento correspondiente.

De acuerdo con las mejores prácticas internacionales, un Manual de Cumpli-
miento deberá redactarse en forma simple y clara, de manera que pueda ser 
entendido por cualquier persona que tenga acceso a él.

b.	 Procedimientos recomendados

Se recomienda que el Programa de Ética Empresarial se sujete a las siguientes 
pautas: 
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i.	 Elaborarse con fundamento en la evaluación exhaustiva de los riesgos par-
ticulares de Soborno Transnacional y de cualquier otra práctica corrupta a 
los que esté expuesta una Persona Jurídica.

ii.	 Organizarse de forma tal, que sea posible identificar, detectar, prevenir 
y mitigar riesgos relacionados con el Soborno Transnacional. Por lo ante-
rior, las Personas Jurídicas deberán crear los procedimientos y controles 
adecuados y asignarles funciones específicas a sus Altos Directivos, Admi-
nistradores, Empleados y Asociados que tengan funciones de dirección y 
administración en la Persona Jurídica según sea el caso, para identificar, 
detectar, prevenir y atenuar los riesgos mencionados.

iii.	Regular aspectos relacionados con:

»» La identificación y evaluación de riesgos relacionados con el Soborno 
Transnacional.

»» Los procedimientos generales para adelantar procesos de Debida Dili-
gencia y Auditoría de Cumplimiento.

»» La entrega de regalos a terceros.
»» La política de la Persona Jurídica en materia de remuneraciones y pago 

de comisiones a Empleados y Contratistas respecto de negocios o tran-
sacciones internacionales. 

»» Los gastos de la Persona Jurídica relacionados con actividades de en-
tretenimiento, alimentación, hospedaje y viaje.

»» Las contribuciones políticas de cualquier naturaleza.
»» Las donaciones.
»» Los procedimientos de archivo y conservación de documentos que es-

tén relacionados con negocios o transacciones internacionales en los 
que esté involucrada la Persona Jurídica. 

»» La política de la Persona Jurídica en materia de debida diligencia di-
rigida a la identificación de pasivos y contingencias relacionados con 
posibles actos de Soborno Transnacional, en el contexto de operacio-
nes de fusión, compra de activos, acciones, cuotas o partes de interés 
o cualquier otro procedimiento de reestructuración empresarial, en los 
que la Persona Jurídica participe como posible adquirente. 

iv.	Constar por escrito, en un Manual de Cumplimiento, cuyo texto deberá ser 
objeto de actualización cada vez que se presenten cambios en la activi-
dad de la Persona Jurídica que alteren o puedan alterar el grado de riesgo 
de Soborno Transnacional.

v.	 Traducirse a los idiomas de los países donde la Persona Jurídica reali-
ce actividades por medio de Sociedades Subordinadas, sucursales u 
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otros establecimientos, o incluso Contratistas, cuando el idioma no sea el  
castellano. 

vi.	Establecer sistemas de control y auditoría, conforme lo determina el artícu-
lo 207 del Código de Comercio y las normas contables aplicables, que le 
permitan al revisor fiscal de la Persona Jurídica, si lo hubiere, verificar la 
fidelidad de la contabilidad y asegurarse de que en las transferencias de 
dinero u otros bienes que ocurran entre la Persona Jurídica y sus Socieda-
des Subordinadas, no se oculten pagos directos o indirectos relacionados 
con sobornos u otras conductas corruptas. 

vii.	Asignarles a los Empleados que estén expuestos a los riesgos del Soborno 
Transnacional deberes específicos, relacionados con la prevención de esta 
conducta. 

viii.	Poner en marcha procedimientos sancionatorios adecuados y efectivos, 
de conformidad con las normas laborales y disciplinarias, respecto de 
infracciones al Programa de Ética Empresarial cometidas por cualquier 
Empleado.

ix.	Establecer la creación de canales apropiados para permitir que cualquier 
persona informe, de manera confidencial y segura acerca de actividades 
sospechosas relacionadas con el Soborno Transnacional y de cualquier 
otra práctica corrupta.

x.	 Facilitar que en las condiciones mencionadas en el literal G de esta Guía, 
los Contratistas tengan acceso y conozcan las Políticas de Cumplimiento y 
el Programa de Ética Empresarial de la Persona Jurídica.

xi.	Acordar con los Contratistas que tengan un mayor grado de exposición 
al riesgo de Soborno Transnacional, compromisos expresos para prevenir 
el Soborno Transnacional, cuyo texto deberá constar en los respectivos 
contratos. La inclusión de los referidos compromisos en el texto de los 
documentos contractuales permitirá que exista un incentivo para que los 
Contratistas se abstengan de infringir las Políticas de Cumplimiento de la 
Persona Jurídica. En aquellos casos en los que el contrato no conste por 
escrito, los aludidos compromisos sí deberán incluirse en un documento 
que contenga, al menos lo siguiente: 

»» La manifestación expresa del Contratista en el sentido de que ha sido 
informado por la Persona Jurídica respecto de su obligación de cumplir 
las normas relacionadas con la prevención del Soborno Transnacional 
y que conoce el Programa de Ética Empresarial de la Persona Jurídica, 
así como las consecuencias de infringirlo, y
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»» La inclusión de cláusulas que permitan la terminación unilateral del 
contrato, así como la imposición de penalidades económicas significa-
tivas cuando un Contratista incurra en conductas relacionadas con el 
Soborno Transnacional. 

»» La posibilidad de que la Persona Jurídica pueda adelantar con el con-
sentimiento del Contratista, procedimientos de Debida Diligencia diri-
gidos a determinar la forma en que este último cumple con las obliga-
ciones de prevención del Soborno Transnacional. 

D.	 Oficial de Cumplimiento

a.	 Consideraciones generales

Así como las actividades de una Persona Jurídica cambian a lo largo del 
tiempo, también mutarán los riesgos de Soborno Transnacional a los que esa 
persona esté expuesta. Por lo anterior, el Sistema de Gestión de Riesgos de 
Soborno Transnacional deberá permitir que los Programas de Ética Empresa-
rial sean dinámicos y se estructuren de forma tal que puedan ser fácilmente 
modificados.

En efecto, la mayor o menor complejidad de un Programa de Ética Empresa-
rial dependerá, entre otros factores, de los riesgos particulares de Soborno 
Transnacional, la pertenencia a grupos empresariales, las actividades econó-
micas que desarrolle la Persona Jurídica y los países en que opere.

Las anteriores circunstancias, hacen necesario que la Persona Jurídica consi-
dere la importancia de designar a un individuo con la idoneidad, experiencia 
y liderazgo requeridos para gestionar tales riesgos y cualquier otro que se 
relacione con un acto de corrupción. 

Es por esto por lo que, independientemente de la forma de gobierno corpora-
tivo que hubiere sido adoptada por la Persona Jurídica, se recomienda que el 
Sistema de Gestión de Riesgos de Soborno Transnacional se delegue, preferi-
blemente, en uno de los Empleados con funciones de dirección, confianza o 
manejo, quien se denominará Oficial de Cumplimiento. 

Así las cosas, se sugiere que el Oficial de Cumplimiento dependa únicamente 
de los Altos Directivos y tenga acceso directo a estos últimos. Además, es im-
portante que tal funcionario cuente con la autonomía y los recursos humanos, 
tecnológicos y económicos requeridos para poner en marcha el respectivo 
Programa de Ética Empresarial. 
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b.	  Procedimientos recomendados 

Se sugiere que el Oficial de Cumplimiento cumpla a lo menos, las siguientes 
funciones:

i.	 Se encargue de la adecuada articulación de las Políticas de Cumplimien-
to con el Programa de Ética Empresarial y presente a los Altos Directi-
vos, al menos cada tres meses, informes de su gestión como Oficial de  
Cumplimiento.

ii.	 Lidere la estructuración del Programa de Ética Empresarial, que debería estar 
contenido en un Manual de Cumplimiento, cuyo contenido será de obligatorio 
acatamiento para todos los administradores, Empleados y Asociados. 

iii.	Dirija las actividades periódicas de evaluación de los riesgos de Soborno 
Transnacional. Dichos procesos podrán adelantarse con Empleados selec-
cionados por el Oficial de Cumplimiento o incluso a través de terceros que 
para tales efectos contrate la Persona Jurídica.

iv.	Delegue en otros funcionarios, si así lo autorizan los Altos Directivos, la 
administración del Sistema de Gestión de Riesgos de Soborno Transnacio-
nal en aquellas Sociedades Subordinadas que estén domiciliadas fuera 
del país. En todo caso, el Oficial de Cumplimiento deberá ser considerado 
como la máxima autoridad en materia de gestión del riesgo de Soborno 
Transnacional en la Persona Jurídica y sus Sociedades Subordinadas. 

v.	 Informe a los administradores de la Persona Jurídica acerca de las infrac-
ciones que haya cometido cualquier Empleado respecto del Programa de 
Ética Empresarial, para que se adelanten los correspondientes procedi-
mientos sancionatorios conforme lo establezca el reglamento interno de 
trabajo de la Persona Jurídica.

vi.	Seleccione y facilite el entrenamiento constante de los Empleados de la 
Persona Jurídica en la prevención del Soborno Transnacional.

vii.	Establezca un sistema de acompañamiento y orientación permanente a los 
Empleados y Asociados de la Persona Jurídica respecto de la ejecución del 
Programa de Ética Empresarial.

viii.Dirija el sistema que ponga en marcha la Persona Jurídica para recibir 
denuncias de cualquier persona respecto de un caso de Soborno Transna-
cional o de cualquier otra práctica corrupta.

ix.	Ordene el inicio de procedimientos internos de investigación en la Persona 
Jurídica, mediante la utilización de recursos humanos y tecnológicos pro-
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pios o través de terceros especializados en estas materias, cuando tenga 
sospechas de que se ha cometido una infracción a la Ley 1778 o al Pro-
grama de Ética Empresarial. 

E.	 Debida Diligencia

a.	 Consideraciones generales

Una Debida Diligencia está orientada a suministrarle a la Persona Jurídica los 
elementos necesarios para identificar y evaluar los riesgos de Soborno Trans-
nacional que estén relacionados con las actividades de una Persona Jurídica, 
sus Sociedades Subordinadas o los Contratistas, cuando estos últimos estén 
expuestos a un alto grado de riesgo de Soborno Transnacional.

Según lo señalado en esta Guía, los Contratistas, pueden ser utilizados para 
realizar y ocultar pagos relacionados con sobornos a Servidores Públicos Ex-
tranjeros en el contexto de negocios o transacciones internacionales.

En todo caso, el alcance de la Debida Diligencia será variable en razón del 
objeto y complejidad de los contratos, el monto de la remuneración de los 
Contratistas y las áreas geográficas donde estos realicen sus actividades.

b.	 Procedimientos recomendados

Los procedimientos de Debida Diligencia deberán adelantarse de manera 
habitual, con la frecuencia que estime la Persona Jurídica, por medio de la 
revisión periódica de aspectos legales, contables o financieros. La Debida 
Diligencia también podrá tener como finalidad la verificación del buen crédito 
o la reputación de los Contratistas. Los procedimientos antes mencionados 
podrán ser adelantados a través de Empleados o terceros, según lo disponga 
el Oficial de Cumplimiento. 

En general, la Debida Diligencia deberá tener cuando menos las característi-
cas que se mencionan a continuación:

»» Orientarse, de manera exclusiva, a la identificación y evaluación de 
riesgos de Soborno Transnacional relacionados con la actividad que 
desarrolle la Persona Jurídica, sus Sociedades Subordinadas y Contra-
tistas, lo que deberá comprender de manera especial a la revisión ade-
cuada de las calidades específicas de cada Contratista, su reputación, 
relaciones con terceros, incluidas, en particular, aquellas que se tengan 
con Servidores Públicos Extranjeros de cualquier jerarquía.

»» Constar por escrito, de forma tal que pueda ser de fácil acceso y enten-
dimiento para el Oficial de Cumplimiento.
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»» Suministrar elementos de juicio para descartar que el pago de una 
remuneración muy elevada a un Contratista oculte pagos indirectos 
de sobornos a Servidores Públicos Extranjeros o que corresponda al 
mayor valor que se le reconoce a un Contratista por su labor de inter-
mediación en una operación de Soborno Transnacional. 

»» Proveer información al Oficial de Cumplimiento acerca de la reputa-
ción de aquellos Contratistas que tengan un alto grado de exposición 
al riesgo de Soborno Transnacional. 

»» Llevarse a cabo por medio de Empleados o terceros especializados en 
estas labores. Estos deberán contar con recursos humanos y tecnológi-
cos avanzados para recaudar información acerca de los antecedentes 
comerciales, de reputación y sancionatorios en asuntos administrativos, 
penales o disciplinarios que hayan afectado, afecten o puedan afectar 
a las personas objeto de la Debida Diligencia. Dentro de estas, se 
incluirán tanto los Contratistas como los potenciales Contratistas, así 
como los individuos que presten servicios a Contratistas bajo cualquier 
modalidad contractual, siempre que sean relevantes en un negocio co-
mercial internacional que involucre a la Persona Jurídica o sus Socieda-
des Subordinadas.

F.	 Control y supervisión de las Políticas de Cumplimiento y Programa de 
Ética Empresarial

a.	 Consideraciones generales

En razón de la complejidad y naturaleza cambiante de los negocios o tran-
sacciones internacionales que lleve a cabo una Persona Jurídica, también 
cambiarán los riesgos de Soborno Transnacional a los que la anterior pueda 
verse enfrentada.

Por lo anterior, las Personas Jurídicas deberán evaluar y poner en práctica las 
técnicas que consideren más apropiadas para supervisar y evaluar de mane-
ra periódica, la efectividad de sus procedimientos para prevenir el Soborno 
Transnacional y de otras prácticas corruptas, así como actualizar sus Políticas 
de Cumplimiento cuando ello sea necesario. 

En el mismo sentido, la Persona Jurídica deberá tener en cuenta los cambios 
legislativos y regulatorios que se produzcan en los diferentes países donde 
desarrolla su operación, al igual que cualquier otro cambio que pueda tener 
consecuencias respecto de sus Políticas de Cumplimiento y Programa de Ética 
Empresarial. 

De acuerdo con en el Informe de Soborno Transnacional preparado por la 
OCDE para el año 2014, dentro de los mecanismos más efectivos con que 
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cuentan las Personas Jurídicas para detectar casos de Soborno Transnacional, 
se destacan la Auditoría con un 31%, seguida por la Debida Diligencia con 
un 28% y la información confidencial entregada por Empleados con un 17%6.

b.	 Procedimientos recomendados 

Las Personas Jurídicas podrán elegir entre una gran variedad de procedimien-
tos para controlar y supervisar las Políticas de Cumplimiento y el Programa de 
Ética Empresarial tales como los que se señalan a continuación:

i.	 La supervisión por parte del Oficial de Cumplimiento respecto de la ges-
tión de riesgos de Soborno Transnacional en los negocios o transacciones 
internacionales en los que participe la Persona Jurídica. Para este efecto, 
los Altos Directivos deberán poner en marcha mecanismos que le permitan 
al funcionario arriba mencionado verificar la eficacia de los procedimien-
tos orientados a la prevención del Soborno Transnacional.

ii.	 La realización periódica de Auditorías de Cumplimiento y procedimientos 
de Debida Diligencia conforme lo disponga el Oficial de Cumplimiento.

iii.	La realización de encuestas a los Empleados y Contratistas, con el fin de 
verificar la efectividad del Programa de Ética Empresarial.

G.	Divulgación de las Políticas de Cumplimiento y Programa de Ética Em-
presarial

a.	 Consideraciones generales

Para evitar de manera efectiva el Soborno Transnacional así como otras prác-
ticas corruptas, los Empleados, Administradores, Asociados y Contratistas de 
una Persona Jurídica deberán conocer adecuadamente el Programa de Ética 
Empresarial. Para este efecto, la Persona Jurídica deberá poner en marcha 
mecanismos idóneos para la correcta comunicación de tal programa.

Una apropiada estrategia de comunicación, debería incluir capacitaciones a 
los Empleados de la Persona Jurídica y a los trabajadores de los Contratistas. 

La adecuada capacitación de los Empleados podrá proporcionarles el cono-
cimiento y las habilidades requeridas para que puedan ejecutar apropiada-
mente el Programa de Ética Empresarial. De esta forma, estarán en mejor po-
sición para enfrentar de manera eficaz, los desafíos que plantea el Soborno 
Transnacional. 

6	 Organization for Economic Co-operation and Development, ob.cit., pág.17.
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En todo caso, tanto la comunicación como la capacitación implicarán un 
esfuerzo continuo de actualización que deberá reflejar los cambios que pre-
sente el entorno de la Persona Jurídica respecto de los riesgos relacionados 
con el Soborno Transnacional. 

b.	 Procedimientos recomendados

i.	 Comunicación

La estrategia de comunicación, al igual que el contenido, idioma y estilo más 
o menos enérgico de ella, dependerá de cada Persona Jurídica. Para dise-
ñarla habrán de tenerse en cuenta sus actividades económicas, los países de 
operación y los riesgos particulares de Soborno Transnacional.

En cualquier hipótesis, deberán tenerse en cuenta al menos los siguientes ele-
mentos y recomendaciones:

1.	 Las comunicaciones dirigidas a los Empleados y Asociados de la Persona 
Jurídica deberán reflejar de manera expresa e inequívoca, las obligacio-
nes de los Altos Directivos relacionadas con la prevención del Soborno 
Transnacional. De igual forma, en tales comunicaciones se revelarán los 
procedimientos para divulgar, entre otros, la política de la Persona Jurídi-
ca acerca de controles financieros, entrega de regalos y donaciones, la 
creación de canales efectivos para recibir reportes confidenciales sobre 
actividades de Soborno Transnacional y la información referente a las 
sanciones para los Empleados que infrinjan el Programa de Ética Empre-
sarial o cualquier norma relacionada con el Soborno Transnacional.

2.	 La estrategia de comunicación será definida por cada Persona Jurídica y 
podrá ponerse en marcha a través de variados mecanismos, tales como 
publicaciones en medios impresos o virtuales, que deberán estar dispo-
nibles en diferentes idiomas cuando la Persona Jurídica opere, directa o 
indirectamente, por medio de Sociedades Subordinadas o Contratistas en 
países donde el idioma no sea el castellano.

ii.	 Capacitación

La capacitación es esencial para asegurar que el Programa de Ética Empresa-
rial sea comprendido adecuadamente por las personas obligadas a acatarlo. 
Para los efectos anteriores, las capacitaciones deberán hacerse de manera 
habitual, conforme lo disponga el Oficial de Cumplimiento y reflejar las estra-
tegias específicas de la Persona Jurídica para atenuar tales riesgos. 

En cualquier caso, una capacitación efectiva debería estar dirigida a:
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1.	 Crear conciencia respecto de las amenazas que representa el Soborno 
Transnacional para la Persona Jurídica.

2.	 Ser objeto de actualización cuando las circunstancias así lo requieran, en 
atención a la dinámica cambiante de los riesgos específicos de Soborno 
Transnacional a los que se vean enfrentados los Empleados de la Persona 
Jurídica. Por lo anterior, deberá dársele mayor atención a los individuos 
o negocios que estén expuestos en mayor grado a dichos riesgos, como 
puede suceder respecto de los Empleados que participen en actividades 
de contratación estatal o negocios de distribución en países o zonas geo-
gráficas con alto riesgo de Soborno Transnacional. 

Extenderse, de ser posible a los Contratistas, para lo cual la Persona 
Jurídica podrá promover la realización de capacitaciones en materia de 
prevención del Soborno Transnacional a los funcionarios relevantes de los 
mencionados Contratistas.

C.	 Canales de comunicación

a.	 Consideraciones generales

Un buen Programa de Ética Empresarial debería incluir mecanismos que les 
permitan a los Empleados, Asociados, Contratistas e individuos vinculados a 
los anteriores, así como cualquier persona que tenga conocimiento de una 
conducta de Soborno Transnacional o de otras prácticas corruptas relaciona-
das con la Persona Jurídica, la posibilidad de reportar de manera confiden-
cial infracciones a la Ley Antisoborno y al Programa de Ética Empresarial. 
Estos mecanismos deberán incentivar a los denunciantes a reportar tales in-
fracciones sin temor a posibles represalias de otros funcionarios de la Persona 
Jurídica. Por lo tanto, el Oficial de Cumplimiento deberá adoptar las medidas 
correspondientes para asegurar la confidencialidad de los reportes recibidos.

En consecuencia, la Persona Jurídica deberá habilitar mecanismos de fácil 
acceso para que los Empleados, Asociados, Contratistas, funcionarios de los 
anteriores y cualquier persona manifiesten sus inquietudes respecto de infrac-
ciones relacionadas con el Soborno Transnacional o de cualquier otra prác-
tica corrupta. 

b.	 Procedimientos recomendados

Las Personas Jurídicas deberían:

i.	 Considerar la posibilidad de poner en funcionamiento líneas 
anónimas de denuncia, servicios de atención o cualquier otro 
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mecanismo que permita que los Empleados, los Contratistas u 
otros terceros puedan reportar cualquier denuncia relaciona-
da con el Soborno Transnacional o expresar cualquier inquie-
tud relacionada con este asunto a la oficina del Oficial de  
Cumplimiento.

ii.	 Adoptar medidas para garantizar que ninguno de sus Emplea-
dos denunciantes sea objeto de represalias por haber reportado 
infracciones a la ley o a las Políticas de Cumplimiento. 

iii.	Tomar medidas para proteger a los Empleados en relación con 
posibles represalias de que puedan ser objeto como consecuen-
cia de la decisión que estos adopten en el sentido de no involu-
crarse en conductas de Soborno Transnacional.
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3.	 Resolución 100-002657 del 25 de julio de 2016

RESOLUCIÓN 

Por la cual se establecen unos criterios de acuerdo con el inciso segundo del 
artículo 23 de la Ley 1778 de 2016

EL SUPERINTENDENTE DE SOCIEDADES

En ejercicio de sus facultades legales, en especial, en las previstas en los artí-
culos 23 y 36 de la Ley 1778 de 2016 y en el numeral 15 del artículo 8º del 
Decreto 1023 de 2012, y

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que el 2 de febrero de 2016, el Presidente de la República sancio-
nó la Ley 1778 referente a “la responsabilidad de las personas jurídicas por 
actos de corrupción transnacional”. 

SEGUNDO: Que la Ley 1778, entre otros asuntos, definió el régimen sancionato-
rio y las disposiciones procedimentales dirigidas al combate y prevención de 
la conducta de soborno transnacional. 

TERCERO: Que en los criterios para la graduación de las sanciones previstos 
en el artículo 7º de esa ley, se incluyó el relacionado con la “existencia, 
ejecución y efectividad” de los programas y mecanismos a los que se hace 
mención en el artículo 23 de la Ley 1778 de 2016. 

CUARTO: Que conforme lo determina el mencionado artículo 23, es deber de 
la Superintendencia de Sociedades promover en las sociedades sujetas a su 
vigilancia (las “Sociedades”), la adopción de programas de transparencia, 
ética empresarial y mecanismos de prevención de las conductas señaladas en 
el artículo 2º de la Ley 1778 (los “Programas de Ética Empresarial”). 

QUINTO: Que debido al componente transnacional de las conductas descritas 
en el artículo 2º de la Ley 1778, el alcance de ella se limitará a las Socieda-
des que realizan negocios o transacciones internacionales bajo ciertas condi-
ciones, por lo que se hace necesario que la Superintendencia establezca los 
criterios que le permitan a cualquier Sociedad determinar si debe adoptar un 
Programa de Ética Empresarial.

SEXTO: Que de acuerdo con el artículo 36 de la Ley 1778, la Superintendencia 
de Sociedades cuenta con un plazo de seis meses para expedir las instruc-
ciones administrativas a las que se refiere el artículo 23, plazo que debe 
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contarse a partir del 2 de febrero de 2016, fecha en la que entró en vigencia 
la Ley 1778.

RESUELVE:

Artículo 1º. Criterios para determinar qué Sociedades deben adoptar los Programas de 
Ética Empresarial.

Estarán obligadas a adoptar un Programa de Ética Empresarial las Socieda-
des vigiladas por la Superintendencia de Sociedades que en el año inmedia-
tamente anterior hayan realizado de manera habitual, negocios de cualquier 
naturaleza con personas naturales o jurídicas extranjeras de derecho público 
o privado (“Negocios o Transacciones Internacionales”), siempre y cuando 
concurra, cualquiera de las situaciones que se mencionan a continuación: 

1.	 Negocio o Transacción Internacional que se realice a través de terceros
Hace referencia a los Negocios o Transacciones Internacionales que realice 
una Sociedad colombiana a través de un intermediario o contratista o por 
medio de una sociedad subordinada o de una sucursal que hubiere sido 
constituida en otro Estado por esa Sociedad. 

2.	 Negocios o Transacciones Internacionales relacionadas con sectores económicos 
determinados

Corresponde a los Negocios o Transacciones Internacionales que realice una 
Sociedad que pertenezca a alguno de los sectores que se mencionan a con-
tinuación, siempre que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, 
la Sociedad además cumpla, con alguno de los criterios referentes a ingresos 
brutos, activos totales o empleados, que a continuación se establecen para 
cada sector:

A.	 Farmacéutico

a.	 Que haya obtenido ingresos brutos iguales o superiores a 75.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 

b.	 Que tenga activos totales iguales o superiores a 75.000 salarios mí-
nimos mensuales legales vigentes, o 

c.	 Que disponga de una planta de personal igual o superior a 2.000 
empleados directos. 

B.	 Infraestructura y construcción

a.	 Que haya obtenido ingresos brutos iguales o superiores a 150.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 
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b.	 Que tenga activos totales iguales o superiores a 150.000 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, o

c.	 Que disponga de una planta de personal igual o superior a 2.000 
empleados directos. 

C.	 Manufacturero

a.	 Que haya obtenido ingresos brutos iguales o superiores a 150.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 

b.	 Que tenga activos totales iguales o superiores a 150.000 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, o

c.	 Que disponga de una planta de personal igual o superior a 2.000 
empleados directos. 

D.	 Minero-Energético

a.	 Que haya obtenido ingresos brutos iguales o superiores a 150.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 

b.	 Que tenga activos totales iguales o superiores a 150.000 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, o

c.	 Que disponga de una planta de personal igual o superior a 2.000 
empleados directos. 

E.	 Tecnologías de la información y comunicaciones

a.	 Que haya obtenido ingresos brutos iguales o superiores a 500.000 
salarios mínimos mensuales legales vigentes, 

b.	 Que tenga activos totales iguales o superiores a 500.000 salarios 
mínimos mensuales legales vigentes, o

c.	 Que disponga de una planta de personal igual o superior a 1.000 
empleados directos. 

Artículo 2°. Plazo para la adopción de los Programas de Ética Empresarial. 

Las Sociedades que a 31 de diciembre de 2015 cumplan con alguno de los 
criterios a los que se hacen referencia en el artículo 1º precedente, dispon-
drán de un plazo que vencerá el 31 de marzo de 2017 para adoptar su 
respectivo Programa de Ética Empresarial.

Artículo 3°. Vigencia. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación. 

PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE
Francisco Reyes Villamizar

Superintendente de Sociedades
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1.	 Decreto 1023 de 2012 – Artículo 7º 

Decreto 1023 de 2012

(Mayo 18) 

Por el cual se modifica la estructura de la Superintendencia de Sociedades y 
se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que 
le otorga el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política en concor-
dancia con el artículo 54 de la Ley 489 de 1998,

Decreta:

“(…) Artículo 7°. Funciones Generales de la Superintendencia 
de Sociedades. La Superintendencia de Sociedades tendrá las funciones 
establecidas en el Decreto 410 de 1971, el Decreto 1746 de 1991, la 
Ley 222 de 1995, la Ley 363 de 1997, la Ley 446 de 1998, el Decreto 
1517 de 1998, el Decreto 1818 de 1998, la Ley 550 de 1999, la Ley 
603 de 2000, el Decreto 2080 de 2000, la Ley 640 de 2001, el Decreto 
1844 de 2003, la Ley 1116 de 2006, la Ley 1173 de 2007, la Ley 1258 
de 2008, el Decreto 4334 de 2008, la Ley 1314 de 2009, Ley 1429 
de 2010, la Ley 1445 de 2011, la Ley 1450 de 2011, el Decreto 19 de 
2012 y aquellas que modifiquen o adicionen las anteriores, así como las 
demás que le señalen las normas vigentes y las que le delegue el Presidente  
de la República.

1.	 Asesorar al Gobierno Nacional y participar en la formulación de las 
políticas en todas aquellas materias que tengan que ver con la inspec-
ción, vigilancia y control de las sociedades comerciales y empresas  
unipersonales;

2. 	 Ejercer, de acuerdo con la ley, la inspección, vigilancia y control sobre 
las sociedades comerciales, sucursales de sociedad extranjera, empre-
sas unipersonales y cualquier otra que determine la ley; 

3. 	 Solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, 
detalle y términos que ella determine, la información que requiera 
sobre la situación jurídica, contable, económica o administrativa de 
cualquier sociedad no vigilada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, o sobre operaciones específicas de la misma. Respecto de 
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estas sociedades la Superintendencia podrá de oficio practicar inves-
tigaciones administrativas; 

4. 	 Velar porque las sociedades no sometidas a la vigilancia de otras su-
perintendencias, en su formación y funcionamiento y en el desarrollo 
de su objeto social, se ajusten a la ley y a los estatutos;

5. 	 Someter a control a cualquier sociedad comercial, sucursal de socie-
dad extranjera o empresa unipersonal no vigilada por otra Superinten-
dencia, y ordenar los correctivos necesarios para subsanar las situa-
ciones criticas de orden jurídico, contable, económico y administrativo 
de esa compañía;

6. 	 Adoptar las medidas administrativas a que haya lugar, respecto de 
las sociedades no vigiladas por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, en los términos establecidos en la ley;

7. 	 Ejercer las funciones asignadas por la ley en relación con las socieda-
des administradoras de planes de autofinanciamiento comercial y los 
fondos ganaderos; 

 
8. 	 Convocar a un proceso de recuperación a los clubes con deportistas 

profesionales organizados como asociación o corporación deportiva;
 
9. 	 Someter a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades a cual-

quier sociedad no vigilada por otra superintendencia en los términos 
previstos en la ley;

 
10. 	 Desarrollar las funciones de policía judicial en los términos estableci-

dos en la ley y bajo la dirección funcional de la Fiscalía General de la 
Nación;

 
11. 	 Ejercer las funciones relacionadas con el cumplimiento del régimen 

cambiario en materia de inversión extranjera en Colombia, inversión 
colombiana en el exterior por parte de personas naturales y jurídicas, 
así como sobre las operaciones de endeudamiento externo efectuadas 
por empresas o sociedades públicas o privadas;

12. 	 Reconocer la ocurrencia de los presupuestos que den lugar a la san-
ción de ineficacia en los términos previstos en la ley;

 
13. 	 Autorizar la disminución del capital en cualquier sociedad, cuando la 

operación implique un efectivo reembolso de aportes;
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14. 	 Aprobar las reservas o cálculos actuariales en los casos en que haya 
lugar;

15. 	 Ejercer respecto de las matrices, subordinadas y grupo empresarial, 
las funciones establecidas en la ley;

16. 	 Desarrollar en relación con el derecho de retiro de socios ausentes o 
disidentes, las funciones consagradas en la ley;

 
17. 	 Exigir la preparación y difusión de estados financieros de períodos 

intermedios y ordenar la rectificación de los estados financieros o sus 
notas, cuando no se ajusten a las normas legales;

 
18. 	 Resolver las controversias que se susciten en relación con el derecho 

de inspección;
 
19. 	 Remover a los administradores o al revisor fiscal, en los casos a que 

hubiere lugar;
 
20. 	 Determinar que los titulares de las acciones con dividendo preferencial 

y sin derecho a voto participen con voto y voto en la asamblea general 
de accionistas, mientras persistan las irregularidades que dieron lugar 
al no pago del dividendo;

 
21. 	 Interrogar bajo juramento a cualquier persona cuyo testimonio se re-

quiera para el examen de hechos relacionados con la dirección, ad-
ministración o fiscalización de las sociedades sobre las cuales ejerce 
inspección, vigilancia o control;

 
22. 	 Imponer multas, sucesivas o no, hasta de doscientos salarios mínimos 

legales mensuales cada una, a quienes incumplan las órdenes de la 
Superintendencia, quebranten las leyes o sus propios estatutos;

 
23. 	 Fijar y recaudar el monto de las contribuciones que las sociedades 

sometidas a su vigilancia o control deben pagar;
 
24. 	 Ejercer las funciones que en materia de jurisdicción coactiva le asigne 

la ley;
 
25. 	 Designar el liquidador en los casos establecidos en la ley;
 
26. 	 Instruir a las entidades sujetas a su supervisión sobre las medidas que 

deben adoptar para la prevención del riesgo de lavado de activos y 
del financiamiento del terrorismo;
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27. 	 Realizar recomendaciones y observaciones a los Ministerios de Co-
mercio, Industria y Turismo, de Hacienda y Crédito Público y al Con-
sejo Técnico de la Contaduría Pública en relación con los principios 
y normas de contabilidad que deban regir en el país referidas a las 
sociedades comerciales del sector real de la economía;

28. 	 Autorizar el mecanismo de normalización del pasivo pensional, previo 
concepto favorable del Ministerio del Trabajo;

 
29. 	 Prestar cooperación en los términos que le asigne la ley, en orden a 

que sean atendidas las solicitudes de entidades internacionales;
 
30. 	 Dar apoyo en los asuntos de su competencia al sector empresarial y a 

los organismos del Estado;
 
31. 	 Actuar como conciliadora en los casos establecidos en la ley;
 
32. 	 Administrar el Centro de Conciliación y Arbitramento de la Superinten-

dencia de Sociedades;
 
33. 	 Vigilar que los entes económicos bajo inspección, vigilancia o control, 

así como sus administradores, funcionarios y profesionales de asegu-
ramiento de información, cumplan con las normas en materia de con-
tabilidad y de información financiera y aseguramiento de información;

 
34. 	 Expedir normas técnicas especiales, interpretaciones y guías en mate-

ria de contabilidad y de información financiera y de aseguramiento de 
información dentro de los límites fijados en la ley;

 
35. 	 Ejercer las funciones jurisdiccionales que le han sido asignadas por la 

ley;
 
36. 	 Adoptar las medidas de intervención previstas en la ley;
 
37. 	 Imponer con base en la ley y de acuerdo con el procedimiento aplica-

ble las sanciones pertinentes;
 
38. 	 Expedir normas técnicas especiales, interpretaciones y guías en materia 

de contabilidad y de información financiera y seguimiento de informa-
ción aplicables a las sociedades comerciales del sector real de la econo-
mía, dentro de los límites fijados por la regulación que sobre la materia 
expidan los Ministerios de Comercio, Industria y Turismo, y de Hacienda 
y Crédito Público, según lo previsto en la Ley 1314 de 2009;

39. 	 Las demás funciones que le señalen las normas vigentes “(…)”.
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2.	 Circular Básica Jurídica - Capítulo X - Autocontrol y Gestión 
del Riesgo LA/FT y Reporte de Operaciones Sospechosas a 
la UIAF

1.	 Consideraciones generales

La Superintendencia de Sociedades, en cumplimiento de su política de su-
pervisión por riesgos ha identificado que una de las contingencias a las que 
están expuestas las Empresas sujetas a su inspección, vigilancia y control, 
está en la probabilidad de incurrir en actividades de lavado de activos y de 
financiamiento del terrorismo (en adelante “LA/FT”). 

El lavado de activos y el financiamiento del terrorismo son fenómenos delicti-
vos que generan consecuencias negativas para la economía del país y para 
las empresas del sector real, que se pueden traducir en el acaecimiento de 
riesgos operacionales, legales, reputacionales, de contagio y de mercado, 
entre otros, lo que puede afectar su buen nombre, su competitividad, su pro-
ductividad y su perdurabilidad. 

Resulta imprescindible para las entidades del sector real, en los términos del 
presente Capítulo X, implementar un sistema de autocontrol y gestión del Ries-
go de LA/FT. En ese sentido, es importante seguir las recomendaciones que, 
en materia de prevención del Riesgo de LA/FT, han establecido el Grupo de 
Acción Financiera Internacional (GAFI) y las convenciones internacionales so-
bre la materia, entre otras. 

Con base en las normas, estándares internacionales y lineamentos expuestos 
más adelante, las Empresas sujetas a la aplicación de este Capítulo X debe-
rán realizar un análisis de su exposición a este riesgo y establecer su propio 
sistema de autocontrol y gestión del riesgo de LA/FT, según las características 
y condiciones de su operación, de su negocio, de los bienes y servicios que 
ofrece, de su comercialización, de las áreas geográficas donde opera, de sus 
Contrapartes y de los Beneficiarios Finales de sus Contrapartes, entre otros 
aspectos que resulten relevantes en el diseño del mismo.

2.	 Marco normativo

A.	 Normas y Estándares Internacionales sobre LA/FT

Colombia, a través de diversas leyes y sentencias de la Corte Constitucional, 
ha ratificado, entre otras, las siguientes convenciones y convenios de Nacio-



62

soborno internacional, lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo - compilación de normas vigentes

nes Unidas, con el fin de enfrentar las actividades delictivas relacionadas con 
el LA/FT. 

»» Convención de Viena de 1988: Convención de las Naciones Unidas 
Contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (Apro-
bada por la Ley 67 de 1993 – Sentencia C-176 de 1994).

»» Convenio de Naciones Unidas para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo de 1999 (Aprobado por la Ley 808 de 2003 – Senten-
cia C-037 de 2004).

»» Convención de Palermo de 2000: Convención de Naciones Unidas 
Contra la Delincuencia Organizada (Aprobada por la Ley 800 de 
2003 – Sentencia C-962 de 2003).

»» Convención de Mérida de 2003: Convención de Naciones Unidas 
contra la Corrupción (Aprobada por la Ley 970 de 2005 – Sentencia 
C–172 de 2006).  

Por su parte, el GAFI diseñó 40 recomendaciones para prevenir el lavado de 
activos y el financiamiento del terrorismo. 

En febrero de 2012, el GAFI revisó estas recomendaciones y emitió los Es-
tándares Internacionales sobre la Lucha Contra el Lavado de Activos y el 
Financiamiento del Terrorismo y la Proliferación y recomendó que los países 
adoptaran un enfoque basado en riesgos, con medidas más flexibles acordes 
con la naturaleza de los riesgos debidamente identificados. 

Adicionalmente, la Recomendación 28 en su literal b), señala que los países 
deben asegurar que las actividades y profesiones no financieras estén sujetas 
a sistemas eficaces de regulación y supervisión. Esta actividad debe ser ejecu-
tada por un supervisor o por un organismo autorregulador apropiado, siempre 
que dicho organismo pueda asegurar que sus miembros cumplan con sus obli-
gaciones para combatir el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo.

Finalmente, el GAFI considera que para que este sistema de supervisión tenga 
resultados efectivos, los países deben asegurar sanciones eficaces, proporcio-
nales y disuasivas, ya sean penales, civiles o administrativas, aplicables a las 
personas naturales o jurídicas que incumplan con las medidas para combatir 
el LA/FT, incluso a sus directores y a la alta gerencia.

B.	 Normas nacionales

Según lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley 222 de 1995 y en el Decreto 
1074 de 2015, corresponde a la Superintendencia de Sociedades ejercer la 
vigilancia de las sociedades comerciales, sucursales de sociedades extranje-
ras y empresas unipersonales. 
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El numeral 3 del artículo 86 de la Ley 222 de 1995 señala que la Superinten-
dencia de Sociedades, dentro de sus funciones, está facultada para imponer 
sanciones o multas, sucesivas o no, hasta por doscientos salarios mínimos 
legales mensuales, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.

El artículo 10 de la Ley 526 de 1999, modificada por la Ley 1121 de 2006, 
señala que las autoridades que ejerzan funciones de inspección, vigilancia 
y control deben instruir a sus supervisados sobre las características, periodi-
cidad y controles en relación con la información por reportar a la UIAF, de 
acuerdo con los criterios e indicaciones que de esta reciban.

El artículo 2.14.2 del Decreto 1068 de 2015, dispone que las entidades 
públicas y privadas pertenecientes a sectores diferentes al financiero, ase-
gurador y bursátil, deben reportar Operaciones Sospechosas a la UIAF, de 
acuerdo con el literal d) del numeral 2 del artículo 102 y los artículos 103 y 
104 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, cuando dicha Unidad lo 
solicite, en la forma y oportunidad que les señale.

El artículo 7º del Decreto 1023 de 2012, establece en su numeral 26, que es 
función de la Superintendencia de Sociedades instruir a las entidades sujetas 
a su supervisión, sobre las medidas que deben adoptar para la prevención 
del riesgo de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo. 

El Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) aprobó el Do-
cumento Conpes 3793 del 18 de diciembre de 2013. El objetivo general de 
este documento es establecer los lineamentos para la puesta en marcha de la 
Política Nacional Antilavado de Activos y Contra la Financiación del Terroris-
mo. Se trata de lograr un sistema único, coordinado, dinámico y más efectivo 
para la prevención, detección, investigación y juzgamiento del lavado de 
activos y el financiamiento del terrorismo.

A través de la Ley 1186 de 2009, declarada exequible mediante la sentencia 
de constitucionalidad C-685 de 2009, se aprobó, entre otros, el “Memoran-
do de entendimiento entre los gobiernos de los estados del grupo de acción 
financiera de Sudamérica contra el lavado de activos (Gafisud)”, por medio 
del cual se creó y puso en funcionamiento el Grupo de Acción Financiera de 
Sudamérica contra el Lavado de Activos (hoy Grupo de Acción Financiera de 
Latinoamérica (Gafilat) y se determinó como objetivo, reconocer y aplicar las 
recomendaciones del GAFI contra el blanqueo de capitales y las recomenda-
ciones y medidas que en el futuro adopte ese organismo.

El artículo 20 de la Ley 1121 de 2006 regula el procedimiento para la pu-
blicación y cumplimiento de las obligaciones relacionadas con listas interna-
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cionales vinculantes para Colombia, de conformidad con el Derecho Inter-
nacional, para lo cual dispone que “[E]l Ministerio de Relaciones Exteriores 
transmitirá las listas de personas y entidades asociadas con organizaciones 
terroristas, vinculantes para Colombia conforme al Derecho Internacional y 
solicitará a las autoridades competentes que realicen una verificación en las 
bases de datos con el fin de determinar la posible presencia o tránsito de 
personas incluidas en las listas y bienes o fondos relacionados con estas”.

3.	 Definiciones 

Para efectos del presente Capítulo X, los siguientes términos deben entenderse 
de acuerdo con las definiciones que a continuación se establecen, indepen-
dientemente de que ellos se utilicen en singular o en plural: 

A.	 Beneficiario Final o Beneficiario Real: De acuerdo con lo previsto por 
las recomendaciones del GAFI, hace referencia a la(s) persona(s) natu-
ral(es) que finalmente posee(n) o controla(n) a una Contraparte o a la 
persona natural en cuyo nombre se realiza una operación o negocio. 
Incluye también a la(s) persona(s) que ejerce(n) el control efectivo final1 
sobre una persona jurídica u otra estructura jurídica o es (son) titular(es) 
del 25% o más de su capital, en caso de tener naturaleza societaria.

B.	 Contraparte: hace referencia a cualquier persona natural o jurídica 
con la que la Empresa tenga vínculos comerciales, de negocios, con-
tractuales o jurídicos de cualquier orden. Entre otros, son Contrapartes, 
los accionistas, socios y empleados de la Empresa y los clientes y pro-
veedores de bienes o servicios.

C.	 Empresa: hace referencia a una sociedad comercial, a una empresa 
unipersonal o a una sucursal de sociedad extranjera.

D.	 Empresa Obligada: hace referencia a la Empresa que se encuentra 
obligada a darle cumplimiento a lo previsto en el presente Capítulo X.

E.	 Financiamiento del Terrorismo: hace referencia al delito regulado en el 
artículo 345 del Código Penal colombiano (o a la norma que lo susti-
tuya o modifique).

F.	 GAFI: hace referencia al Grupo de Acción Financiera Internacional.

1	 De acuerdo con lo previsto por el GAFI en las definiciones contenidas en sus recomendacio-
nes, el “control efectivo final” se refiere a las situaciones en las que la titularidad/control se 
ejerce mediante una cadena de titularidad o a través de otros medios de control que no son 
un control directo.
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G.	 Jurisdicción Territorial: hace referencia a las zonas geográficas iden-
tificadas como expuestas al Riesgo de LA/FT, en donde la Empresa 
desarrolla su actividad.

H.	  LA/FT: hace referencia al Lavado de Activos y al Financiamiento del 
Terrorismo.

I.	 Lavado de Activos: hace referencia al delito regulado en el artículo 
323 del Código Penal colombiano (o a la norma que lo sustituya o 
modifique).

J.	 Oficial de Cumplimiento: hace referencia al empleado de la Empresa 
Obligada que está encargado de promover y desarrollar los procedi-
mientos específicos de prevención, actualización y mitigación del Ries-
go LA/FT y cuyo perfil se describe en el subliteral b) del literal B del 
numeral 4 de este Capítulo X.

K.	 Operación Intentada: hace referencia a aquella operación en la que 
una persona natural o jurídica tiene la intención de realizar una Ope-
ración Sospechosa, pero esta no se perfecciona porque quien pretende 
llevarla a cabo desiste o, porque los controles establecidos o definidos 
no le han permitido realizarla.

L.	 Operación Inusual: hace referencia a aquella operación cuya cuan-
tía o características no guardan relación con la actividad económica 
ordinaria o normal de la Empresa o, que por su número, cantidad o 
características no se enmarca dentro de las pautas de normalidad o 
prácticas ordinarias de los negocios en un sector, en una industria o 
con una clase de Contraparte.

M.	 Operación Sospechosa: hace referencia a aquella Operación Inusual 
que, además, de acuerdo con los usos y costumbres de la actividad de 
que se trate, no ha podido ser razonablemente justificada.

N.	 Período Mínimo de Permanencia: hace referencia al período de tres 
años, contado a partir del corte de cuentas del fin de año calendario, 
que corresponda al período contable en que la Empresa Obligada hu-
biere dejado de estar incursa en los requisitos previstos en este Capítu-
lo X para que sea obligatoria la puesta en marcha del Sistema, durante 
el cual tal Empresa Obligada seguirá sometida al cumplimiento de lo 
previsto en este Capítulo.

O.	 Personas Expuestas Políticamente o “PEP”: hace referencia a los indi-
viduos que desempeñan funciones públicas destacadas o que por su 
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cargo, manejan o administran recursos públicos. Esta definición tam-
bién incluye a los individuos que hayan desempeñado funciones públi-
cas destacadas o que por su cargo, hayan manejado o administrado 
recursos públicos. No obstante, la calidad de PEP solo se conservará 
por un periodo de 2 años con posterioridad a la fecha en que el res-
pectivo individuo haya dejado de desempeñar las funciones públicas 
destacadas o haya dejado de administrar o manejar recursos públicos. 
A manera de ejemplo, son PEP los políticos, funcionarios gubernamen-
tales, funcionarios judiciales y militares, en aquellos casos en que las 
personas mencionadas ocupen o hayan ocupado cargos de alta je-
rarquía. También se consideran PEP los altos ejecutivos de empresas 
estatales, los funcionarios de alto rango en los partidos políticos y los 
jefes de Estado.

P.	 Plazo de Cumplimiento: hace referencia al plazo máximo de doce me-
ses, contado a partir del primero de enero del año siguiente a aquel en 
que se cumplan los requisitos establecidos en el numeral 6 siguiente, 
durante el cual las Empresas Obligadas deben poner en marcha el 
Sistema.

Q.	 Productos: hace referencia a los bienes y servicios que produce, co-
mercializa, transforma u ofrece la Empresa o adquiere de un tercero.

R.	 Riesgo de LA/FT: hace referencia a la posibilidad de pérdida o daño 
que puede sufrir una Empresa por su propensión a ser utilizada di-
rectamente o a través de sus operaciones como instrumento para el 
lavado de activos y/o canalización de recursos hacia la realización 
de actividades terroristas, o cuando se pretenda el ocultamiento de 
activos provenientes de dichas actividades. Las contingencias inheren-
tes al LA/FT se materializan a través de riesgos tales como el legal, el 
reputacional, el operativo o el de contagio, a los que se expone la Em-
presa, con el consecuente efecto económico negativo que ello puede 
representar para su estabilidad financiera, cuando es utilizada para 
tales actividades.

S.	 Riesgo Inherente: Es el nivel de riesgo propio de la actividad de la 
Empresa, sin tener en cuenta el efecto de los controles.

T.	 Riesgo Residual: Es el nivel resultante del riesgo después de aplicar los 
controles.

U.	 Sistema o SAGRLAFT: hace referencia al sistema de autocontrol y ges-
tión del Riesgo de LA/FT que se prevé en el presente Capítulo X.
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4.	 Sistema de autocontrol y gestión del riesgo LA/FT- SAGRLAFT 

Las Empresas Obligadas deberán poner en marcha un Sistema, en los tér-
minos previstos en este Capítulo X. El Sistema deberá establecer, entre otros 
elementos, una política de prevención y gestión del Riesgo de LA/FT.

El Sistema deberá tener en cuenta los riesgos propios de la Empresa, rela-
cionados con LA/FT, para lo cual se debe analizar el tipo de negocio, la 
operación, el tamaño, las áreas geográficas donde opera y demás caracterís-
ticas particulares. Para los anteriores fines, las Empresas Obligadas deberán 
contar con una matriz de Riesgo de LA/FT que les permita medir y monitorear 
su evolución.

Cuando en un grupo empresarial, tal como se define en el artículo 28 de la 
Ley 222 de 1995, exista más de una Empresa Obligada, cada una de ellas 
deberá adoptar su propio Sistema, conforme a lo previsto en este Capítulo X.

A.	  Elementos del Sistema

El Sistema deberá contemplar, como mínimo, la descripción de los siguientes 
elementos para la administración del Riesgo de LA/FT:

a.	 Identificación del riesgo:

El Sistema debe permitirles a las Empresas Obligadas identificar los factores 
que den lugar al Riesgo de LA/FT Inherente al desarrollo de su actividad y los 
demás riesgos relacionados con éste.

Para identificar el Riesgo de LA/FT las Empresas Obligadas deben, como 
mínimo: 

i.	 Establecer metodologías para la segmentación de los factores 
de riesgo y clasificar los respectivos factores de riesgo.

ii.	 Establecer metodologías para la identificación del Riesgo de 
LA/FT y sus riesgos relacionados, respecto de cada uno de los 
factores de riesgo segmentados.

iii.	Con base en las metodologías establecidas en desarrollo del 
punto anterior, identificar las formas a través de las cuales se 
puede presentar el riesgo de LA/FT.

b.	 Medición o evaluación del riesgo:

Concluida la etapa de identificación, el Sistema debe permitirles a las Empre-
sas Obligadas medir la posibilidad o probabilidad de ocurrencia del Riesgo 
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Inherente de LA/FT frente a cada uno de los factores de riesgo, así como el 
impacto en caso de materializarse mediante los riesgos asociados. Estas me-
diciones podrán ser de carácter cualitativo o cuantitativo. 

Como resultado de esta etapa, las Empresas Obligadas deben estar en capa-
cidad de establecer el perfil de Riesgo Inherente de LA/FT de la Empresa y las 
mediciones agregadas en cada factor de riesgo y en sus riesgos relacionados. 

c.	 Control del riesgo:

El Sistema debe permitirles a las Empresas Obligadas tomar las medidas 
conducentes para el control del Riesgo Inherente al que se vean expuestas. 

Como resultado de la aplicación de los controles respectivos, las Empresas 
Obligadas deben estar en capacidad de establecer el perfil de Riesgo Re-
sidual de LA/FT. El control debe traducirse en una disminución de la po-
sibilidad de acaecimiento o del impacto del Riesgo de LA/FT, en caso de  
materializarse. 

Para controlar el Riesgo de LA/FT, las Empresas Obligadas deben adoptar, 
entre otras medidas, el establecimiento de las metodologías que permitan de-
finir los mecanismos de control del Riesgo de LA/FT y aplicarlos a los factores 
de riesgo identificados.

d.	 Monitoreo del riesgo:

El Sistema debe permitirles a las Empresas Obligadas ejercer vigilancia res-
pecto del perfil de riesgo y, en general, estar en condiciones de detectar 
Operaciones Inusuales y Operaciones Sospechosas. 

Para vigilar el Riesgo de LA/FT, las Empresas Obligadas deben, como  
mínimo:

i.	 Desarrollar un proceso de vigilancia efectiva que facilite la rápi-
da detección y corrección de las deficiencias del Sistema. Dicha 
supervisión debe tener una periodicidad acorde con el perfil de 
Riesgo Residual de LA/FT de la Empresa, pero en todo caso, 
debe realizarse con una periodicidad mínima semestral.

ii.	 Asegurar que los controles sean integrales y se refieran a todos los 
riesgos y que funcionen en forma oportuna, efectiva y eficiente.

B.	 Etapas del Sistema

La puesta en marcha del Sistema requiere del cumplimiento efectivo de las eta-
pas de diseño, aprobación, seguimiento, divulgación y capacitación en los 
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términos descritos más adelante y debe traducirse en una regla de conducta 
que oriente la actuación de la Empresa, sus empleados, asociados, adminis-
tradores y demás vinculados o partes interesadas. 

a.	 Diseño y aprobación del Sistema

El diseño del Sistema estará bajo la supervisión y dirección del Oficial de 
Cumplimiento, para lo cual deberá tener en cuenta las características propias 
de la Empresa y su actividad, así como la identificación de las fuentes de Ries-
go de LA/FT. El representante legal y la junta directiva, en los casos en que 
exista este órgano, deberán disponer de las medidas operativas, económicas, 
físicas, tecnológicas y de recursos que sean necesarias y requeridas para que 
el Oficial de Cumplimiento pueda desarrollar sus labores.

El proyecto de Sistema deberá ser presentado conjuntamente por el repre-
sentante legal y el Oficial de Cumplimiento para su aprobación por la junta 
directiva de la Empresa o por el máximo órgano social, en el evento de que 
no exista junta directiva. Tal aprobación deberá constar en el acta de la reu-
nión correspondiente.

b.	 Supervisión y cumplimiento del Sistema

El representante legal deberá disponer de las medidas operativas, econó-
micas, físicas, tecnológicas, y de recursos que sean necesarias y requeridas 
para que el Oficial de Cumplimiento, o quien haga sus veces, pueda poner 
en marcha el Sistema y pueda desarrollar las labores de la supervisión y cum-
plimiento del mismo.

Con el fin de que en la Empresa Obligada haya una persona responsable de 
la supervisión y verificación del cumplimiento del Sistema, se deberá designar 
un Oficial de Cumplimiento o un funcionario que haga sus veces. Este emplea-
do deberá ser designado por la junta directiva de la Empresa. En el evento de 
que no exista junta directiva, la designación la hará el representante legal con 
la aprobación del máximo órgano social. No podrán contratarse con terceros 
las funciones asignadas al Oficial de Cumplimiento, ni aquellas relacionadas 
con la identificación de Operaciones Inusuales o con la determinación y re-
porte de Operaciones Sospechosas. 

El Oficial de Cumplimiento deberá rendir informes, tanto al representante 
legal como a la junta directiva o, en su defecto, al máximo órgano social, 
con la frecuencia y periodicidad que se establezca en el Sistema. En todo 
caso, habrá por lo menos un informe semestral dirigido a cada destinatario. 
Como mínimo, los reportes deberán contener una evaluación y análisis sobre 
la eficiencia y efectividad del Sistema y, de ser el caso, proponer las mejoras 
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respectivas. Asimismo, deberán demostrar los resultados de la gestión del 
Oficial de Cumplimiento, y de la administración de la Empresa, en general, 
en el cumplimiento del Sistema.

Por su parte, el Sistema deberá contemplar las funciones, responsabilidades, 
atribuciones, perfil, incompatibilidades e inhabilidades del Oficial de Cum-
plimiento. Asimismo, deberá establecer el contenido mínimo de los reportes 
del Oficial de Cumplimiento y podrá prever un régimen de sanciones para 
asegurar el cumplimiento del Sistema por los involucrados en su aplicación. 

Las Empresas deberán asegurarse de que el Oficial de Cumplimiento goce de 
capacidad de decisión en la Empresa y acredite los conocimientos requeridos 
sobre la operación de la Empresa y la administración de riesgos.

Además de las funciones particulares que se le asignen al Oficial de Cumplimien-
to en el Sistema, este funcionario tendrá las siguientes atribuciones generales: 

i.	 Velar por el efectivo, eficiente y oportuno funcionamiento del 
Sistema.

ii.	 Promover la adopción de correctivos y actualizaciones al  
Sistema.

iii.	Coordinar el desarrollo de programas internos de capacitación.
iv.	Evaluar los informes presentados por la auditoría interna o quien 

ejecute funciones similares o haga sus veces y los informes que 
presente el revisor fiscal y adoptar las medidas del caso frente a 
las deficiencias informadas.

v.	 Certificar ante la Superintendencia de Sociedades el cumpli-
miento de lo previsto en el presente Capítulo X, según lo requie-
ra esta entidad de supervisión. 

vi.	Velar por el adecuado archivo de los soportes documentales y 
demás información relativa a la gestión y prevención del Riesgo 
de LA/FT.

vii.	Diseñar las metodologías de segmentación, identificación, me-
dición y control del Riesgo de LA/FT que formarán parte del 
Sistema.

viii.Realizar el reporte de las Operaciones Sospechosas a la UIAF 
y cualquier otro reporte o informe, en los términos de este  
Capítulo X.

c.	 Divulgación del Sistema y capacitación

El Sistema debe ser divulgado en la Empresa y con respecto a las demás 
partes interesadas, en la forma y frecuencia que la propia Empresa considere 
pertinente para asegurar su adecuado cumplimiento.
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Igualmente, la Empresa Obligada deberá brindarles capacitación a aquellos 
empleados, socios, accionistas y, en general, a todas las partes interesadas 
que considere deban ser capacitadas en relación con el Sistema, en la for-
ma y frecuencia que la propia Empresa Obligada considere pertinente para 
asegurar su adecuado cumplimiento. Como resultado de esta divulgación y 
capacitación, el personal deberá estar en capacidad de identificar cuándo 
una Operación es Inusual o es Sospechosa, cuándo debe reportarse, qué 
debe reportarse y el medio para hacerlo.

La capacitación debe ser implementada de forma que el Sistema se asimi-
le por los interesados y por quienes deban ponerlo en marcha, de manera 
que forme parte de la cultura de la organización. Las capacitaciones deben 
tener lugar por lo menos una vez al año y se debe dejar constancia de su 
realización, así como de los nombres de los asistentes, la fecha y los asuntos 
tratados.

5.	 Ámbito de aplicación 

Serán Empresas Obligadas y por lo tanto deberán darle cumplimiento a lo 
previsto en el presente Capítulo X, las Empresas que pertenezcan a cualquiera 
de los sectores que se señalan a continuación, siempre y cuando que cumplan 
con todos los requisitos que enseguida se indican para el respectivo sector: 

A.	 Sector inmobiliario

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995.

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la ac-
tividad económica que produzca para la Empresa el mayor ingre-
so operacional o el mayor ingreso de actividades ordinarias, según 
las normas aplicables2, sea la identificada con el código L6810 y/o 
L6820 de la Clasificación Industrial Internacional Uniforme, revisión 
4, adoptado para Colombia (CIIU Rev. 4 A.C.) y

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 60.000 salarios míni-
mos mensuales legales vigentes (smmlv). 

2	 Para los preparadores de información que apliquen los Decretos 2649 y 2650 de 1993, 
el concepto por utilizar será el de “ingresos operacionales”. Para los que apliquen normas 
internacionales de información financiera (con base en la Ley 1314 de 2009 y sus decretos 
reglamentarios o las normas que los modifiquen o sustituyan), el concepto por utilizar será 
el de “ingreso de actividades ordinarias”.
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B.	 Sector de explotación de minas y canteras 

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995 y

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la ac-
tividad económica que produzca para la Empresa el mayor ingreso 
operacional o el mayor ingreso de actividades ordinarias, según las 
normas aplicables, sea la identificada con el código inicial de la ca-
tegoría B05 y/o B07 y/o B08 del CIIU Rev. 4 A.C.

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 60.000 salarios míni-
mos mensuales legales vigentes (smmlv).

C.	 Sector de servicios jurídicos

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995, 

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la ac-
tividad económica que genera para la Empresa el mayor ingreso 
operacional o el mayor ingreso de actividades ordinarias según las 
normas aplicables, sea la identificada con el código M6910 del CIIU 
Rev. 4 A.C y

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 30.000 salarios míni-
mos mensuales legales vigentes (smmlv). 

D.	 Sector de servicios contables, de cobranza y/o de calificación crediticia

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995, 

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la acti-
vidad económica que genera para la Empresa el mayor ingreso ope-
racional o el mayor ingreso de actividades ordinarias según las nor-
mas aplicables, sea la identificada con el código N8291 y/o M6920 
del CIIU Rev. 4 A.C y

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 30.000 salarios míni-
mos mensuales legales vigentes (smmlv). 
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E.	 Sector de comercio de vehículos, sus partes, piezas y accesorios

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995.

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la acti-
vidad económica que genera para la Empresa el mayor ingreso ope-
racional o el mayor ingreso de actividades ordinarias según las nor-
mas aplicables, sea la identificada con el código G4511 y/o G4512 
y/o G4530 y/o G4541 del CIIU Rev. 4 A.C y

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 130.000 salarios mí-
nimos mensuales legales vigentes (smmlv). 

F.	 Sector de construcción de edificios

a.	 Que estén sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce la 
Superintendencia de Sociedades conforme lo previsto en los artículos 
84 y 85 de la Ley 222 de 1995.

b.	 Que su actividad económica inscrita en el registro mercantil o la acti-
vidad económica que genera para la Empresa el mayor ingreso ope-
racional o el mayor ingreso de actividades ordinarias según las nor-
mas aplicables, sea la identificada con el código F4111 y/o F4112 
del CIIU Rev. 4 A.C y

c.	 Que a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, hubieren 
obtenido ingresos totales iguales o superiores a 100.000 salarios mí-
nimos mensuales legales vigentes (smmlv). 

G.	 Cualquier otro sector

Las demás Empresas sujetas a la vigilancia permanente o al control que ejerce 
la Superintendencia de Sociedades, aun cuando no pertenezcan a ninguno 
de los sectores previamente enunciados, siempre y cuando que a 31 de di-
ciembre del año inmediatamente anterior, hubieren obtenido ingresos totales 
iguales o superiores a 160.000 smmlv.

H.	 Régimen aplicable a los clubes de fútbol

Los clubes de fútbol con deportistas profesionales sujetos a la inspección o vi-
gilancia de la Superintendencia de Sociedades, están sometidos a lo previsto 
en la Circular Externa No. 2 del 16 de julio de 2013, expedida por Colde-
portes, o a la norma que la sustituya, modifique o complemente. 
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En el evento de que la referida norma fuere derogada, sin que hubiere sido 
sustituida por Coldeportes por medio de otra disposición que regule integral-
mente la materia, todos los clubes de fútbol con deportistas profesionales 
sujetos a la inspección o vigilancia de la Superintendencia de Sociedades 
quedarán obligados al cumplimiento de lo previsto en el presente Capítulo X. 

6.	 Plazo para el cumplimiento 

Las Empresas que a partir del 31 de diciembre de 2016 adquieran la calidad 
de Empresas Obligadas, por quedar incursas en los requisitos que dan lugar 
a la obligación de cumplir lo previsto en el presente Capítulo X, deberán po-
ner en marcha el Sistema durante el Plazo para el Cumplimiento. 

Las Empresas que a la fecha de expedición de la presente Circular ya tengan 
la calidad de Empresas Obligadas, deberán, en un término máximo de doce 
meses contados a partir del 1º de septiembre de 2016, revisar y ajustar su 
política o sistema de prevención y gestión del Riesgo de LA/FT, para verificar 
que se ajuste a lo dispuesto en este Capítulo X.

En caso de que una Empresa Obligada dejare de estar incursa en los requi-
sitos previstos para que sea obligatoria la puesta en marcha del Sistema, tal 
Empresa seguirá sometida al cumplimiento de lo previsto en este Capítulo por 
el Período Mínimo de Permanencia. 

Las demás Empresas sujetas a la inspección, vigilancia o control por parte de 
la Superintendencia de Sociedades deberán considerar que es recomendable 
adoptar lo dispuesto en el presente Capítulo X. La puesta en marcha de lo aquí 
previsto permitirá prevenir y combatir adecuadamente los Riesgos de LA/FT, 
en beneficio de los inversionistas, administradores y demás empleados de la 
Empresa. Asimismo, la implementación del Sistema tendrá utilidad significativa 
para la protección frente a los riesgos operacionales, legales, de mercado o 
aquellos que atenten contra la reputación de la Empresa, entre otros.

7.	 Medidas de prevención y gestión del riesgo LA/FT

El Sistema deberá contemplar como mínimo las siguientes medidas y procedi-
mientos que permitan identificar las situaciones de Riesgo de LA/FT y contri-
buyan a prevenir o gestionar sus consecuencias.

A.	 Evaluación y análisis de operaciones, negocios y contratos

Deben evaluarse y analizarse las operaciones, negocios y contratos que 
desarrolle la Empresa, para identificar las fuentes de riesgo, es decir, las 
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contrapartes, los productos, los canales de distribución y la Jurisdicción  
Territorial. 

A continuación se enuncian algunos casos que pueden ser factores de riesgo:

a.	 Respecto de Contrapartes

i.	 Celebrar negocios con personas naturales o jurídicas que no 
estén plenamente identificadas.

ii.	 Aceptar nuevos socios, accionistas o empleados con antecedentes 
judiciales de lavado de activos o financiamiento del terrorismo.

iii.	Admitir nuevos socios o accionistas sin verificar previamente el 
origen de los recursos que aportan.

b.	 Respecto de operaciones, negocios o contratos:

i.	 Operaciones que involucren un alto volumen en efectivo, sin jus-
tificación aparente.

ii.	 Negocios sobre bienes muebles o inmuebles a precios conside-
rablemente distintos a los normales del mercado.

iii.	Donaciones.
iv.	Operaciones, negocios o contratos que no consten por escrito.
v.	 Pagos de operaciones con recursos derivados de giros interna-

cionales provenientes de varios remitentes a favor de un mismo 
beneficiario, o de un mismo remitente a favor de varios destina-
tarios, sin una relación aparente.

vi.	Operaciones con subcontratistas que no han sido identificados.
vii.Operaciones comerciales o negocios con las personas listadas 

en las resoluciones 1267 de 1999, 1373 de 2001, 1718 y 
1737 de 2006, expedidas por el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas o sus distintos comités y demás resoluciones 
que las modifiquen o complementen.

viii.Operaciones celebradas con Contrapartes domiciliadas o ubi-
cadas en jurisdicciones designadas por el GAFI como no coo-
perantes. 

ix. Operaciones en las que se utilicen monedas virtuales. 

Una vez identificadas las situaciones que puedan ser fuente de Riesgo de 
LA/FT, se debe elaborar una relación y dejar documentado el análisis de 
cada una, con el fin de implementar los controles necesarios y facilitar su  
seguimiento. 

Asimismo, cuando la Empresa Obligada incursione en nuevos mercados u 
ofrezca nuevos Productos, deberá evaluar los riesgos relacionados, incluido 
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el de LA/FT: Para el efecto, el Oficial de Cumplimiento, con el apoyo del 
responsable del nuevo negocio o Producto, hará el análisis y dejará la cons-
tancia correspondiente. 

B.	 Procedimientos de debida diligencia 

La debida diligencia en el conocimiento de los clientes y demás Contrapartes, 
deberá ser implementada de acuerdo con las necesidades propias de cada 
Empresa, es decir, teniendo en cuenta su operación, tamaño, actividad eco-
nómica, forma de comercialización, áreas geográficas donde opera y demás 
características particulares. En todo caso, se deberá disponer de todos los 
mecanismos, procedimientos y medidas que permitan el adecuado conoci-
miento de los clientes y demás Contrapartes, para prevenir y gestionar el 
Riesgo de LA/FT. Esto incluye el adecuado conocimiento de los mercados en 
que operan y de las actividades que desarrollan las Contrapartes, así como 
el conocimiento de los Beneficiarios Reales y/o controlantes de las respectivas 
Contrapartes, por medio de las herramientas de que disponga.

La definición de los riesgos propios de la Empresa y la identificación de las 
fuentes de los riesgos, le permitirán a esta establecer las condiciones de tiem-
po, modo y lugar, así como la relevancia y la prioridad con que se deben 
conocer e identificar los clientes y demás Contrapartes. El monitoreo a los 
clientes y demás Contrapartes deberá hacerse con la periodicidad y regula-
ridad establecidas por la Empresa Obligada y no solo en el momento de su 
vinculación.

Para estos efectos se recomienda consultar, entre otras, las bases de datos o 
sistemas de consulta que aparecen en la página web de la Superintendencia 
de Sociedades, en el siguiente vínculo: http://www.supersociedades.gov.co/
asuntos-economicos-y-contables/estudios-y-supervision-por-riesgos/preven-
cion-riesgo-lavado-de-activos/enlaces-de-interes/Paginas/default.aspx.

Asi mismo, se deben consultar de manera permanente las listas restrictivas 
emitidas por autoridades nacionales y extranjeras que sean vinculantes para 
los colombianos, como la elaborada por el Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas y las preparadas por los distintos Comités de Sanciones de 
dicho órgano.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones internacionales de Co-
lombia relativas a la aplicación de disposiciones sobre congelamiento y pro-
hibición de manejo de fondos u otros activos de personas y entidades desig-
nadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, relacionadas 
con el Financiamiento del Terrorismo y Financiamiento de la Proliferación de 
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Armas de Destrucción Masiva, en consonancia con el artículo 20 de la Ley 
1121 de 2006 y las Recomendaciones 6 y 7 del GAFI, las Empresas Obliga-
das, durante la aplicación del Sistema, deberán hacer supervisión y vigilan-
cia permanentes a las Resoluciones 1267 de 1999, 1373 de 2001, 1718 y 
1737 de 2006 y 2178 de 2014, del Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas y a todas aquellas que las modifiquen o sustituyan.

En el evento de que se identifique o verifique cualquier bien, activo, producto, 
fondo o derecho de titularidad a nombre o bajo la administración o control 
de cualquier país, persona y/o entidad designada por estas Resoluciones, el 
Oficial de Cumplimiento o funcionario responsable, de manera inmediata, 
deberá reportarlo a la UIAF y ponerlo en conocimiento del Vicefiscal General 
de la Nación a través de los canales electrónicos seguros que determinen 
estas autoridades públicas, con observancia de la respectiva reserva legal.

En todo caso, se sugiere consultar las demás listas restrictivas emitidas por 
otras autoridades extranjeras, aun cuando no sean vinculantes.

La Superintendencia de Sociedades podrá diseñar y definir formatos que de-
berán ser utilizados y acatados por las Empresas Obligadas para el ade-
cuado conocimiento de las Contrapartes. Estos formatos podrán ajustarse de 
acuerdo con las características de cada industria o sector económico al que 
pertenezcan las diferentes Empresas Obligadas.

a.	 Conocimiento de los clientes 

Cuando la comercialización de los productos no permita con facilidad y efi-
ciencia la identificación plena del cliente, como en el caso de las ventas 
masivas, se recomienda concentrar los esfuerzos de conocimiento del cliente 
en las personas naturales o jurídicas con las que se celebren negocios que 
puedan ser considerados Operaciones Inusuales o que estén por fuera del 
giro ordinario de los negocios de la Empresa.

Dentro de las actividades básicas que se deben adelantar con miras a lograr 
el conocimiento del cliente, y siempre que la naturaleza de la operación y 
actividad así lo permita, se encuentran, a manera de ejemplo las siguientes: 

i)	 Conocer por cualquier medio legal el origen de los recursos;
ii)	 Verificar la identidad del cliente; 
iii)	Verificar y confirmar sus datos de contacto, su actividad econó-

mica; y
iv)	Solicitar cualquier documentación adicional que se considere 

pertinente. 
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La información suministrada por el cliente, así como el nombre de la persona 
que la verificó, deben quedar debidamente documentadas, con fecha y hora, 
a fin de que se acredite la debida y oportuna diligencia por parte de la Em-
presa Obligada. 

Para el análisis de las operaciones con clientes, se recomienda a la Empresa 
construir una base de datos que le permita consolidar e identificar alertas 
presentes o futuras.

b.	 Conocimiento de los proveedores

La decisión de vinculación de los proveedores está, normalmente, en manos 
de la Empresa, razón por la cual su conocimiento se hace más exigente e 
importante. La Empresa debe emplear especial cautela al efectuar pagos a 
proveedores, a fin de procurar, por medio de las herramientas de que dispon-
ga, que tales sumas no sean empleadas en el financiamiento del terrorismo 
ni se destinen a la proliferación de armas de destrucción masiva. A manera 
de ejemplo, se recomienda que la Empresa tenga un sistema para identificar 
cualquiera de las siguientes circunstancias:

i)	 Si los productos provienen o no de actividades legales; 
ii)	 Si han sido o no debidamente nacionalizados; 
iii)	Si son producto de contrabando o de venta restringida y, 

en caso de serlo, cuenten con las debidas autorizaciones o  
licencias. 

Para el análisis de las operaciones con proveedores, se recomienda a la 
Empresa construir una base de datos que le permita consolidar e identificar 
alertas presentes o futuras. Esta base de datos debe contener, como mínimo, 
el nombre del proveedor, ya sea persona natural o jurídica, la identificación, 
el domicilio, el nombre del representante legal, el nombre de la persona de 
contacto y el cargo que desempeña. 

c.	 Conocimiento de personas expuestas políticamente (PEP)

Los procesos para el conocimiento de PEPs implican una debida diligencia 
avanzada, pues deben ser más estrictos y exigir mayores controles. Se reco-
mienda a las Empresas que la aprobación de operaciones y negocios con 
PEP, sea aprobada por una instancia superior a la del encargado del proceso 
ordinario de conocimiento de las Contrapartes. 

En el evento de que el Gobierno nacional defina el concepto de PEPs o amplíe 
la definición que al respecto contiene el presente Capítulo X, tal definición 
o ampliación del concepto se entenderá incorporada a esta disposición de 
manera automática y modificará la definición aquí prevista.
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d.	 Conocimiento de los asociados

Antes de la vinculación de nuevos socios o accionistas a la Empresa, se debe 
cumplir también un proceso de debida diligencia dirigido, en particular, a 
conocer el Beneficiario Real de la inversión y a conocer el origen de los fon-
dos del nuevo inversionista, para evitar que en caso de que los recursos sean 
ilegales, se perjudique a la Empresa. 

e.	 Conocimiento de trabajadores

La Empresa debe verificar los antecedentes de sus trabajadores, así como de 
las personas que tenga intención de contratar. Así mismo, la Empresa debe 
realizar una actualización de dichos datos, por lo menos, una vez al año. 
Cuando se detecten comportamientos inusuales en cualquier persona que la-
bore en la Empresa, se debe analizar tal conducta con el fin de tomar las 
medidas pertinentes. 

f.	 Negocios virtuales o no presenciales

Si determinado negocio no requiere la presencia física de las partes, es indis-
pensable que la Empresa Obligada adopte las medidas necesarias para la 
plena identificación de la persona natural o jurídica con quien se realizará la 
operación y para el conocimiento del origen y soporte de los recursos involu-
crados en estos negocios.

C.	 Reglamentar el manejo de dinero en efectivo en la Empresa

Para prevenir el Riesgo de LA/FT, se recomienda a la Empresa Obligada es-
tablecer controles y procedimientos para reglamentar el manejo de dinero en 
efectivo en los negocios con sus Contrapartes, para lo cual habrán de tenerse 
en cuenta las características propias del negocio y la actividad de la Empre-
sa. Se recomienda diseñar y establecer patrones que se consideren normales 
en la operación de la Empresa, para que aquellas operaciones en efectivo 
que se aparten de las condiciones normales, puedan considerarse como una 
fuente de alertas.

D.	 Otras medidas de prevención y gestión del riesgo

El Sistema debe establecer los mecanismos y controles necesarios que permi-
tan reducir la posibilidad de que las operaciones, negocios y contratos que 
se hayan celebrado o se tenga intención de celebrar, sean utilizados para 
dar apariencia de legalidad a actividades de lavado de activos o de finan-
ciamiento del terrorismo. 
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Por lo anterior, entre otros controles y mecanismos que deben ponerse en 
marcha, están los siguientes:

a.	 Crear controles en la celebración y ejecución de negocios

La Empresa Obligada deberá diseñar y establecer medidas y controles que 
impidan la realización de operaciones que no se ajusten a la ley o las políti-
cas de prevención fijadas por la Empresa. 

Así, por ejemplo, cuando se trate de mercancías importadas, la Empresa de-
berá verificar el origen de las mismas mediante los documentos que expiden 
las autoridades aduaneras o establecer formularios y procedimientos específi-
cos para realizar el conocimiento de sus clientes y Contrapartes.

b.	 Establecer herramientas para identificar Operaciones Inusuales y 
Operaciones Sospechosas

La Empresa Obligada deberá establecer herramientas y aplicativos, prefe-
riblemente tecnológicos, que permitan identificar Operaciones Inusuales y 
Operaciones Sospechosas. Mediante la consolidación de información, estas 
plataformas tecnológicas deben generar indicadores y alertas a partir de los 
cuales se pueda inferir o advertir la existencia de situaciones que no se ajus-
ten a las pautas de normalidad establecidas por la Empresa para un sector, 
una industria o una clase de Contraparte. 

Una vez identificada y analizada una Operación Inusual o una Operación 
Sospechosa, deberán conservarse los soportes que dieron lugar a calificarla 
en una u otra categoría, de acuerdo con lo previsto en el artículo 28 de la Ley 
962 de 2005, o la norma que la modifique o sustituya. 

c.	 Acreditar con soportes todas las operaciones, negocios y contratos

La Empresa Obligada debe establecer reglas específicas que impidan y pro-
híban la celebración y ejecución de negocios, operaciones y contratos, sin 
que exista el respectivo soporte interno o externo, debidamente fechado y 
autorizado por quienes intervengan en ellos o los elaboren. Estos soportes 
documentales servirán a la Empresa para verificar la trazabilidad del nego-
cio y, de ser el caso, la diligencia en la prevención del Riesgo del LA/FT. Su 
conservación y archivo se deberá ajustar a lo previsto en el artículo 28 de la 
Ley 962 de 2005, o la norma que la modifique o sustituya.

La solicitud o requerimiento por parte de cualquier persona natural o jurídica, 
en el sentido de que el negocio o contrato se realice sin dejar huella o sin que 
medie el respectivo soporte o se altere el valor real para consignar otro distin-
to, configura una alerta que implica la necesidad de evaluar la operación y 
su necesidad de reporte a la UIAF. 
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8.	 Reportes de Operaciones Sospechosas a la Unidad de Información y Análisis  
Financiero (UIAF)

Las Empresas Obligadas deberán reportarle a la Unidad de Información y 
Análisis Financiero (“UIAF”) todas las Operaciones Sospechosas que detecten 
en el giro ordinario de sus negocios o actividades. El reporte deberá hacerse 
de manera inmediata y con naturaleza de “reporte de operación sospechosa” 
o “ROS”, a través del SIREL administrado por la UIAF, conforme a las instruc-
ciones señaladas por la citada entidad en el “Manual de Usuario SIREL”, que 
se incorpora por referencia al capítulo X de la presente circular y que apare-
ce publicado en el siguiente vínculo: https://www.uiaf.gov.co/reportantes/
formatos_manuales/manual_rapido_usuario_sistema_6993.

El “Manual de Usuario SIREL” podrá ser modificado o adicionado por la UIAF 
en cualquier momento, por lo cual las Empresas deberán consultar constante-
mente la página www.uiaf.gov.co, para verificar el estado de su actualización.

El Oficial de Cumplimiento deberá registrarse en el SIREL administrado por la 
UIAF, a más tardar el 30 de junio del año calendario en el que se cumplan 
los requisitos que hacen obligatoria la aplicación del presente Capítulo X. 
Para lo anterior, dicho funcionario deberá solicitar ante la UIAF, el usuario 
y contraseña a través de la plataforma SIREL. Las Empresas que a la fecha 
estén sometidas a lo previsto en el presente Capítulo X, deberán inscribir a su 
Oficial de Cumplimiento a más tardar el 31 de diciembre de 2016.

La presentación de un ROS no constituye una denuncia penal. Por lo tanto, 
para los efectos del reporte, no es necesario que la Empresa tenga certeza 
de que se trata de una actividad delictiva ni se requiere identificar el tipo pe-
nal o verificar que los recursos tengan origen ilícito. Solo se requerirá que la 
operación sea catalogada como Sospechosa en los términos definidos en el 
presente Capítulo X. No obstante, por no tratarse de una denuncia penal, no 
se exime a la Empresa ni a sus administradores de la obligación de denuncia, 
cuando a ello hubiere lugar.

Se entenderá que forman parte de las Operaciones Sospechosas y que, por lo 
tanto, también son objeto de reporte, las Operaciones Intentadas.

Los soportes de la operación reportada, así como la información de registros 
de transacciones y documentos del conocimiento de la Contraparte, se debe-
rán organizar y conservar de conformidad con lo previsto en el artículo 28 de 
la Ley 962 de 2005, o la norma que la modifique o sustituya. En este caso, 
el término de diez años se contará a partir del momento en que se identificó 
la operación. 
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La Empresa Obligada y el Oficial de Cumplimiento deberán garantizar la 
reserva del reporte de una Operación Sospechosa remitido a la UIAF, según 
lo previsto en la Ley 526 de 1999.

En caso de que transcurra un trimestre sin que la Empresa Obligada realice un 
reporte ROS, el Oficial de Cumplimiento, dentro de los diez días calendario 
siguientes al vencimiento del respectivo trimestre, deberá presentar un informe 
de “ausencia de reporte de Operación Sospechosa” o “Aros” ante el SIREL, 
en la forma y términos que correspondan, de acuerdo con los instructivos de 
esa plataforma.

En el evento de que una Empresa Obligada también deba realizar un reporte 
de Operaciones Sospechosas (ROS) o un “Aros” a la UIAF, por virtud de un 
acto administrativo de la UIAF o de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN), para efectos del cumplimiento de la obligación prevista 
en este aparte del Capítulo X, bastará con que se realice el correspondiente 
reporte de la respectiva Operación Sospechosa, o el reporte “Aros”, según el 
caso, una sola vez, aun cuando el reporte se haga con base en lo ordenado 
por la UIAF o la DIAN. 

Lo anterior solo será aplicable para los reportes ROS y para los “Aros” rela-
cionados con las actividades u operaciones objeto de regulación por el res-
pectivo acto administrativo de la DIAN o de la UIAF. Las demás actividades u 
operaciones de la Empresa Obligada, que no estén sometidas a la regulación 
de la DIAN o de la UIAF o que no tengan relación con ellas, seguirán some-
tidas a lo previsto en el presente Capítulo X y, por lo tanto, respecto de ellas, 
se deberán hacer de manera independiente los “Aros” y los reportes ROS, en 
caso de identificarse una Operación Sospechosa. 

En todo caso, de conformidad con la nota interpretativa a la recomendación 
23 del GAFI, los abogados, notarios y contadores, no estarán obligados a re-
portar Operaciones Sospechosas, si la información correspondiente se obtuvo 
en circunstancias que están sometidas al secreto profesional.

9.	 Sanciones

El incumplimiento de las órdenes e instrucciones impartidas en el presente 
Capítulo X, dará lugar a la imposición de las sanciones administrativas perti-
nentes a la Empresa y/o a sus administradores, de conformidad con lo esta-
blecido en el numeral 3 del artículo 86 de la Ley 222 de 1995, sin perjuicio 
de las acciones que correspondan a otras autoridades.
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3.	 Doctrina sobre lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo

En el presente numeral, se compilan los conceptos relacionados con el Capí-
tulo X de la Circular Básica Jurídica que fueron expedidos por esta Superin-
tendencia con posterioridad a la Circular Externa No. 100-000006 del 19 
de agosto de 2016 y aquellos que fueron emitidos con anterioridad a dicha 
norma, pero que aún permanecen vigentes.

A.	 Sistema de gestión de riesgos de lavado de activos en grupos empresariales

“…En la circular se establece que “(…) Cuando en un grupo empresarial, tal 
como se define en el artículo 28 de la Ley 222 de 1995, exista más de una 
empresa obligada, cada una de ellas deberá adoptar su propio sistema, con-
forme a lo previsto en este capítulo X”. 

De acuerdo con lo anterior, para el caso de las entidades que pertenecen a 
un grupo empresarial y se encuentran obligadas a cumplir con dicha norma-
tividad, queremos entender si se podría manejar un único Oficial de Cumpli-
miento para todas las empresas obligadas o en su defecto es necesario tener 
un Oficial de Cumplimiento para cada una de ellas?” 

Al respecto le manifiesto que, como bien lo señala en su consulta, de acuerdo 
con el capítulo X de la Circular Básica Jurídica No. 100-000006 del 19 de 
agosto de 2016, “[C]uando en un grupo empresarial, tal como se define en 
el artículo 28 de la Ley 222 de 1995, exista más de una Empresa Obligada, 
cada una de ellas deberá adoptar su propio Sistema, conforme a lo previsto 
en este Capítulo X”. 

Una de las características principales del sistema de autocontrol y gestión 
del riesgo de lavado de activos y financiamiento del terrorismo (LA/FT), que 
debe implementar cada una de las “Empresas Obligadas” (término que se 
define en la Circular), es que debe contar con un “oficial de cumplimiento” o 
un funcionario que haga sus veces, para efectos de, entre otros supervisar y 
verificar el cumplimiento del sistema. 

En relación con el oficial de cumplimiento, la propia Circular Básica Jurídica 
establece, de manera expresa, que es el “empleado de la Empresa Obligada 
que está encargado de promover y desarrollar los procedimientos específicos 
de prevención, actualización y mitigación del Riesgo LA/FT y cuyo perfil se 
describe en el subliteral b) del literal B del numeral 4 de este Capítulo X.” (se 
subraya). 
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Así mismo, se establece que “[E]este empleado deberá ser designado por la 
junta directiva de la Empresa” y que “[N]o podrán contratarse con terceros 
las funciones asignadas al Oficial de Cumplimento, ni aquellas relacionadas 
con la identificación de Operaciones Inusuales o con la determinación y re-
porte de Operaciones Sospechosas”. 

De acuerdo con lo anterior, dado que el capítulo X de la Circular Básica 
Jurídica exige que cada “Empresa Obligada” deba adoptar su propio “Siste-
ma” (que requiere la presencia de un oficial de cumplimiento), y dado que el 
oficial de cumplimiento debe ser empleado de la respectiva “Empresa Obli-
gada”, es imprescindible concluir, con base en una interpretación armónica 
e integral de las disposiciones citadas, que cada “Empresa Obligada” debe 
contar con su propio oficial de cumplimiento. 

Lo anterior es aplicable sin importar si las “Empresas Obligadas” hacen parte 
o no de un grupo empresarial, como quiera que la Circular Básica Jurídica no 
hace excepciones a este régimen general. 

B.	 Revelación de la identidad de los asociados

El Capítulo X de la Circular establece y propone, entre otras medidas para 
la implementación del sistema autocontrol y gestión del riesgo de LA/FT, me-
canismos de debida diligencia para el conocimiento de los clientes, de los 
proveedores y de los socios o accionistas de la propia Empresa obligada a 
cumplir la Circular.

En efecto, cuando en el numeral 7, literal B, subliteral d) del capítulo X se 
menciona la necesidad de conocer a los nuevos socios y accionistas, a lo que 
se refiere la norma es al conocimiento de los nuevos socios y accionistas de la 
propia Empresa obligada a aplicar la disposición, y no a los socios y accio-
nistas de los clientes o proveedores de la entidad destinataria de la circular. 
Ese es el entendimiento correcto que se le debe dar a la norma en mención.

Sin embargo, dado que a través del Capítulo X de la Circular se otorga un 
amplio margen de maniobra a las Empresas para que diseñen sus sistemas 
de gestión del riesgo, por ser las propias entidades las que mejor conocen 
y entienden su actividad y los riesgos asociados a la misma, es posible que 
algunas Empresas obligadas hayan optado por establecer mecanismos más 
rigurosos de conocimiento de sus clientes o proveedores, y en ese sentido, 
hayan llegado al detalle de exigir el conocimiento integral de los mismos, 
incluyendo los socios o accionistas de dichos clientes o proveedores.
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Ahora bien, aun cuando la Circular no limita los mecanismos que las Empre-
sas quieran establecer para la prevención del riesgo de LA/FT, con dicha 
norma no se ha pretendido, ni se puede pretender, dar instrucciones para la 
vulneración del orden jurídico superior, como lo pueden ser las normas de 
derecho comercial o de derecho societario con superior jerarquía, aplicables 
en materia de reserva de los libros y papeles del comerciante.

De acuerdo con lo anterior, de llegar a existir normas de orden jurídico su-
perior que permitan oponer la reserva de la información para no revelar 
datos relativos a los socios o accionistas de los clientes o proveedores de la 
Empresa obligada, las mismas deberán ser respetadas puesto que el Capítulo 
X de la Circular no pretende, ni puede pretender, modificar el ordenamiento 
jurídico colombiano en ese sentido.

C.	 Inhabilidades del oficial de cumplimiento 

Es importante iniciar haciendo referencia a lo previsto en el Capítulo X de la 
Circular Básica Jurídica No. 100-000006 del 19 de agosto de 2016, ante-
rior Capitulo X de la Circular 100-000003 del 22 de julio de 2015, a través 
del cual se establece la obligación, para ciertas empresas supervisadas, de 
implementar un Sistema de Autocontrol y Gestión del Riesgo de Lavado de 
Activos y Financiación del Terrorismo –SAGRLAFT.

En particular, el subliteral b) del literal B del numeral 4 del Capítulo X de la 
Circular Básica Jurídica, establece que el SAGRLAFT deberá contemplar las 
funciones, responsabilidades, atribuciones, perfil, incompatibilidades e inha-
bilidades del Oficial de Cumplimiento que se designe en la empresa obliga-
da. Lo anterior sin perjuicio de las funciones generales que la propia Circular 
le establece al oficial de cumplimiento.

De conformidad con lo anterior, la Circular no establece de manera especí-
fica las incompatibilidades o inhabilidades que se puedan presentar en el 
ejercicio del cargo del oficial de cumplimiento. Se reitera que estas deben ser 
establecidas, de manera particular, por cada compañía en su propio Sistema 
de prevención del riesgo de LA/FT, atendiendo a las características propias 
de la compañía. Sobre el oficial de cumplimiento, la Circular, además de 
señalar unas funciones generales básicas –como se mencionó-, sólo indica 
que este funcionario debe ser empleado de la empresa, gozar de capacidad 
de decisión y acreditar los conocimientos requeridos sobre la operación de la 
Empresa y la administración de riesgos.

Por lo anterior, dado que la circular no establece de manera específica un 
régimen de inhabilidades o incompatibilidades para el ejercicio del cargo del 
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oficial de cumplimiento, deberá remitirse a lo establecido en el propio SAGR-
LAFT de la compañía, para verificar si existe o no algún inconveniente en el 
ejercicio simultáneo de las funciones a las que alude su consulta.

D.	 Aplicación de las normas relacionadas con la protección de datos personales en siste-
mas de gestión de riesgos de la lavado de activos

a.	 ¿Es necesario solicitar a clientes, proveedores y demás contrapartes autori-
zación para el tratamiento de datos personales y para realizar la consulta 
en bases de datos para la prevención y control de lavado de activos y 
financiación del terrorismo?

	 Su pregunta hace referencia a dos actividades distintas que se deben de-
sarrollar al momento de implementar y poner en funcionamiento la circular 
de prevención del riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo 
(LA/FT). Por una parte se hace referencia a las actividades de “consulta” 
de las bases de datos, y por la otra, a las actividades de “tratamiento” de 
los datos en dichas bases de datos.

	 Es de aclarar que las dos actividades sobre las que se pregunta, hacen 
referencia a bases de datos para la prevención y control de lavado de 
activos y financiación del terrorismo, que, en su entendimiento, estarían 
excluidas de la aplicación de la Ley 1581 de 2012, según lo previsto en 
el literal b) de su artículo 2.

	 Sea lo primero mencionar que esta Entidad no es la competente para de-
finir si todas las bases de datos “que tengan por finalidad la seguridad y 
defensa nacional, así como la prevención, detección, monitoreo y control 
del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo” se encuentran 
excluidas de la aplicación de la Ley Estatutaria de Protección de Datos 
Personales (Ley 1581). Corresponde a otras autoridades definir si el le-
gislador quiso incluir en esa excepción todas las bases de datos de esta 
naturaleza, o sólo aquellas llevadas por entidades del estado para efectos 
de inteligencia, investigación y represión del crimen de LA/FT.

	 Por lo anterior, no haremos referencia a ese punto y simplemente manifes-
taremos que si la base de datos está sujeta a la aplicación de la Ley 1581 
de 2012, su administración y manejo, y el tratamiento de los datos allí 
consignados, deberá sujetarse y cumplir con los principios y obligaciones 
establecidos en dicha norma.

	 Ahora bien, de tratarse de una base de datos sujeta a la aplicación de 
la Ley 1581 de 2012, la recolección, almacenamiento, uso, circulación 
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o supresión (es decir, el tratamiento) de datos allí consignados, deberá 
sujetarse a lo previsto en la referida ley por parte del “encargado del tra-
tamiento” y del “responsable del tratamiento”.

	 De acuerdo con su artículo 1, la ley 1581 de 2012 tiene por objeto “desa-
rrollar el derecho constitucional que tienen todas las personas a conocer, 
actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas 
en bases de datos o archivos, y los demás derechos, libertades y garantías 
constitucionales a que se refiere el artículo 15 de la Constitución Política”.

	 Por su parte, los principios y disposiciones contenidas en dicha ley “se-
rán aplicables a los datos personales registrados en cualquier base de 
datos que los haga susceptibles de tratamiento por entidades de natura-
leza pública o privada”. En tal sentido, la ley estatutaria establece una 
serie de principios y obligaciones para quienes den tratamiento a los 
datos consignados en una cualquiera de las bases de datos reguladas  
por la norma.

	 Lo anterior significa que cualquier tratamiento a un dato consignado en 
una base de datos que no se encuentre excluida del ámbito de aplicación 
de la Ley 1581 de 2012, deberá someterse a las normas de la misma ley. 
Ello no ha pretendido ser, ni puede ser, modificado o derogado por la 
circular expedida por esta Entidad, a través de la cual se confieren instruc-
ciones a sus supervisados para la prevención del riesgo de LA/FT.

	 Por ello, si un particular (sujeto a la circular de la Superintendencia) desa-
rrolla o administra una base de datos para efectos de prevenir, detectar, 
monitorear o controlar el riesgo de LA/FT en cumplimiento de la circular, 
y la base de datos se encuentra bajo el ámbito de aplicación de la Ley 
1581, el “encargado del tratamiento” y el “responsable del tratamiento” 
deberán dar cumplimiento a la norma y por lo tanto solicitar la autoriza-
ción del titular del dato para la recolección, almacenamiento, uso, circula-
ción o supresión del mismo en la base de datos.

	 Cosa distinta sucedería con la simple “consulta” de datos en bases de 
datos administradas por terceros. De acuerdo con su escrito, entendere-
mos que, para efectos de su comunicación, las actividades de “consulta” 
y “tratamiento” son diferentes y por lo tanto, que el término “consulta” 
no es una de esas operaciones que podrían entenderse incluidas dentro 
del concepto de “tratamiento”, definido legalmente por el artículo 3 de la  
referida ley.
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	 En este caso, y teniendo en cuenta que según su entendimiento, la “con-
sulta” no implicaría en estricto sentido un “tratamiento” de los datos pues 
dicha consulta no tendría por finalidad la recolección, almacenamiento, 
uso, circulación o supresión del dato en una base de datos, no se re-
queriría la autorización del titular del dato para realizar la consulta. En 
efecto, mientras la consulta del dato no implique un “tratamiento” como 
tal, no se requeriría solicitar a clientes, proveedores y demás contrapartes 
autorización para la consulta del dato en bases de datos que, por lo que 
entendemos de su consulta, no son propias sino administradas por, o de 
propiedad de terceros.

	 En todo caso, debe reiterarse que la Superintendencia de Sociedades no 
es la entidad competente para interpretar la Ley 1581 de 2012 y definir si 
todas las bases de datos y archivos que tengan por finalidad la seguridad 
y defensa nacional, así como la prevención, detección, monitoreo y control 
del lavado de activos y el financiamiento del terrorismo, están o no exclui-
das de la aplicación de la mencionada ley, o si por el contrario, hay algu-
nas que quedan sujetas a su aplicación. Por lo tanto, si la base de datos se 
encuentra sujeta a la Ley 1581 de 2012, el tratamiento de cualquiera de 
sus datos deberá realizase de conformidad con los principios y obligacio-
nes allí establecidas, independientemente de lo que se haya previsto en el 
Capítulo X de la Circular Básica Jurídica de esta Superintendencia.

b.	 ¿Cuáles son los límites que tienen los oficiales de cumplimiento encargados 
de la prevención y control de LA/FT en materia de Habeas Data?

	 El derecho constitucional al “hábeas data”, previsto en el artículo 15 de 
la Constitución Política, ha sido delineado fundamentalmente por los pro-
nunciamientos de la Corte Constitucional y por las Leyes 1266 de 2008 y 
1581 de 2012.

	 En esta materia, si el oficial de cumplimiento actúa como un “encargado 
del tratamiento” o como un “responsable del tratamiento” de los datos 
consignados en alguna base de datos sujeta al ámbito de aplicación de 
la Ley 1266 o 1581, tendrá las mismas obligaciones y las mismas limi-
taciones que cualquier otro “encargado del tratamiento” o “responsable 
del tratamiento” de un dato. Por lo anterior, la existencia de la Circular 
de prevención del riesgo de LA/FT expedida por la Superintendencia de 
Sociedades, en nada modifica (ni pretende modificar) el alcance de las 
normas que regulan y reglamentan el principio y derecho constitucional 
del “hábeas data”.
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c.	 ¿Los reportes a la UIAF de operaciones sospechosas, vulneran el derecho 
de Habeas Data?”

	 Los reportes de operaciones sospechosas que se hacen a la UIAF, y por el 
sólo hecho de realizarse, no son en sí mismos violatorios del principio y 
derecho constitucional del “hábeas data”.

	 No obstante, si con el reporte de la operación sospechosa se adelanta 
un “tratamiento” indebido o irregular del dato contenido en una base de 
datos sujeta a la aplicación de cualquiera de las Leyes 1266 de 2008 
o 1581 de 2012, entonces dicho reporte sí podría estar incurso en una 
vulneración del hábeas data. Sin embargo, ello debe examinarse caso por 
caso, para que la autoridad competente defina si en uno particular, se ha 
presentado dicha vulneración.  
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En esta publicación se compilan las principales normas expedidas por la 
Superintendencia de Sociedades y otras autoridades respecto de la prevención del 
soborno internacional, el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo. La  
divulgación de estas disposiciones tiene como propósito el de informarle a las 
compañías los elementos básicos que éstas deben tener en cuenta para la adopción 
de sistemas de gestión de riesgo efectivos. En este contexto, el papel de los 
oficiales de cumplimiento es fundamental para el adecuado funcionamiento de 
dichos sistemas, lo que no será posible sin el apoyo decidido de la alta gerencia de 
cada persona jurídica. Soborno Internacional,

lavado de activos y financiamiento
del terrorismo

 

Compilación de normas vigentes


